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MINISTRO HUMBERTO ROMAN PALACIOS

COORDINADOR GENERAL DE LA COMISION DE

ANALISIS DE PROPUESTAS PARA UNA NUEVA

LEY DE AMPARO

Agradezco cumplidamente el envío del proyecto de la Ley de Amparo para ponerme en consideración las reformas propuestas.  Me permito expresar mi beneplácito por las modificaciones contempladas en dicho proyecto, que en mucho van a enriquecer el régimen jurídico y que traerán grandes beneficios sociales, pues contribuyen a una mejor administración de justicia.

Me permito destacar reformas tan relevantes como es la procedencia del juicio de amparo en materia de derechos humanos contenidos en los cinco instrumentos internacionales que ha ratificado México, así como la propuesta para que las sentencias de amparo prevean la declaración general de inconstitucionalidad.

Me parece uno de los avances más importantes “la apariencia de buen derecho” como elemento a considerar para el otorgamiento de la suspensión en el juicio de amparo, lo cual garantiza una mayor eficacia en la aplicación de la medida cautelar en beneficio de la persona afectada, así como la procedencia de la suspensión definitiva aún en delitos que la ley señala como graves.

Así mismo, son muy importantes las reformas en materia del sobreseimiento del juicio de amparo, como es la que propone eliminar la causal por inactividad procesal y la caducidad de la instancia.

Tenga la seguridad de que su servidor realizará un estudio responsable y a fondo para que se apruebe la ley que responda a las necesidades de los mexicanos en la materia de administración de justicia y garantice la plena vigencia de los derechos humanos contemplados en nuestra ley suprema.

Con un cordial saludo.

Felipe Vicencio Alvarez

Senador de la República

PRESENTACION DE PONENCIA  PARA 

EL CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS.

MINISTRO DAVID GONGORA PIMENTEL

PRESIDENTE DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACION

PINO SUAREZ NUM. 2

MEXICO, D.F.

Con todo respeto la suscrita Licenciada Lucila Hernández Chichipan, someto a su consideración la siguiente ponencia:

En relación al capítulo IX, relativo a “Incidentes”, localizables en las páginas números:

112 en los  artículos 64 y 65 en las disposiciones generales. 

113 en los artículos 66 y 67 Sección Primera en relación a la “Nulidad de notificaciones”.

Y 114, Sección Segunda relativa a la Reposición de Constancias de Autos, del artículo 68 a 70.

Se puede advertir que nada se dice en cuanto a que si procede o no el recurso de revisión en este apartado de incidentes, o si se deja al criterio de los litigantes interponer o no dicho recurso, estimando la suscrita necesario aclarar este punto.

Querétaro, Qro., a 20 de octubre de 2000.

A T E N TA M E N T E .

LIC. LUCILA HERNANDEZ CHICHIPAN

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO

DEL VIGESIMO SEGUNDO CIRCUITO.
PROPUESTA PERSONAL DE LA LIC. GUILLERMINA FRAUSTO HERNANDEZ, SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA ADSCRITA AL SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGESIMO SEGUNDO CIRCUITO, CON SEDE EN LA CIUDAD DE SANTIAGO DE QUERETARO, QUERETARO.

TEMA: DISPOSICIONES FUNDAMENTALES

ARTICULO CUARTO.

En el mencionado artículo propone en su primera parte, lo siguiente: 

“Artículo 4°. Son partes en el juicio de amparo. I. El quejoso, titular  de un derecho o de un interés legítimo, siempre que el acto reclamado viole las garantías o los derechos previstos en el artículo primero y con ello se afecte su esfera jurídica de manera directa o en virtud de su propia situación frente al orden jurídico.  Tratándose de actos o resoluciones provenientes de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, el quejoso deberá ser titular de un derecho subjetivo que se afecte de manera personal y directa;”.

Para justificar la creación de esta propuesta los integrantes de la Comisión Redactora hacen una pequeña síntesis de lo que en su consideración puede lograrse al introducir la institución del interés legítimo y concluyen su justificación en que esa institución permitiría constituir como quejoso en el amparo a aquella persona que resulte afectada por un acto en virtud de o la afectación directa a, un derecho reconocido por el orden jurídico, o cuando el acto de autoridad no afecte ese derecho pero sí la situación 

La introducción de dicha institución al juicio de amparo me parece extraordinario porque cabe la posibilidad de poder que un sinnúmero de personas puedan acudir al juicio de amparo y puedan beneficiarse del mismo. 

Sin embargo en mi consideración, al introducirse esta institución, primeramente debe señalarse en el artículo cuarto, qué es lo que debe entenderse por interés jurídico, ya que con la explicación y el párrafo antes transcritos, no logra obtenerse una comprensión correcta de cómo debe aplicarse, hasta donde puede abarcar ese interés jurídico y con qué puede acreditarlo el quejoso, ni mucho menos expresan quiénes son los tratadistas mexicanos o extranjeros que apoyan esa institución.

Pues sería muy triste que a partir de que se introduzca tenga que esperarse a la definición y aplicación que realice la Suprema Corte a través de la Jurisprudencia. 

En efecto, se afirma lo anterior, porque la compilación de jurisprudencia concretamente en el CD-IUS 2000, contiene la tesis al rubro “Interés jurídico. Sus acepciones tratándose de recursos e instancias administrativas.”, en donde en el contenido de la misma contiene las diversas acepciones que puede tener el “interés”, pero desde el punto de vista administrativo, por ende sería correcto si antes de que entre en vigor la disposición en comento, se estableciera a qué tipo de interés legítimo se va a referir, cuáles son los alcances del mismo y que bibliografía puede apoyar las dudas para su aplicación. 

Lo anterior, no sería difícil si la comisión redactora ya lo estudió, lo identificó  e incluso tiene señalados los limites teóricos de su aplicación. 

Atentamente

LIC. GUILLERMINA FRAUSTO HERNANDEZ.

Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Segundo Circuito.

PONENCIA DEL MAGISTRADO AUGUSTO BENITO HERNANDEZ TORRES, AL CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS PARA ANALIZAR LA PROPUESTA DE

UNA NUEVA LEY DE AMPARO.

El presente trabajo está lejos de la pretensión de constituir  una ponencia, no obstante  su título, pues ello obedece a que así se denomina en la guía técnica  que para tal efecto el más alto Tribunal de la República distribuyó entre los Tribunales Federales; constituye en cambio, una simple observación en relación con el título primero, Capítulo IV, Artículo 23 del proyecto de Ley de Amparo reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

El precepto en comento dispone en la segunda parte de su segundo párrafo que: “En las materias civil, mercantil, laboral o “administrativa, la persona autorizada conforme a la primera parte “de este párrafo, deberá acreditar encontrarse legalmente “autorizada para ejercer la profesión de abogado…”.

Del contenido de la norma parcialmente acabada de transcribir, se advierte sin lugar a dudas, que en las materias laboral y administrativa, la persona autorizada en la demanda de amparo para recibir notificaciones con facultades para interponer los recursos que proceden, ofrecer y rendir pruebas, desisitir de las mismas, alegar en las audiencias y realizar cualquier acto necesario para la defensa del autorizante, deberá acreditar estar legalmente autorizado para ejercer la profesión de licenciado en derecho, lo que en opinión del suscrito va en contra del espíritu   tutelar de las garantías que consagra la Carta Magna, primordialmente en contra de las clases más desprotegidas.

El artículo 685, en relación con los diversos 691, 697, II y III Párrafo, 713 y 876, Fracción Primera, todos de la Ley Federal del Trabajo, se refieren al proceso del derecho del trabajo ante las Juntas respectivas, ante las cuales el trabajador presentará la demanda y promociones relacionadas con sus diferencias  en el trabajo, respecto de las cuales dichas autoridades obligadas se encuentran a analizar el escrito de demanda, en caso de que notaren alguna irregularidad o que el trabajador o sus beneficiarios estuvieran ejercitando acciones contradictorias, les señalaran los defectos u omisiones en que hayan incurrido y los prevendrán para que los subsanen; asimismo que a la audiencia de conciliación, demanda y excepciones, incluso para comparecer a juicio los trabajadores lo harán personalmente pudiendo designar abogados patronos, asesores, representantes o apoderados; máxime que el artículo 691 de dicho ordenamiento prevé la capacidad de los menores trabajadores para comparecer a juicio sin necesidad de autorización alguna, y que en caso de no estar asesorados, la Junta solicitará la intervención de la Procuraduría de la Defensa del Trabajador para tal efecto, designádoles un representante para aquéllos trabajadores menores de dieciséis años; todo lo cual conduce a concluir que ante las autoridades jurisdiccionales laborales, por ser el juicio laboral proteccionista a favor de la clase obrera, no es requisito “sine qua non”, para la prosecución del juicio respectivo, el que el trabajador acredite en los conflictos que su autorizado, representante, apoderado, etc., esté legalmente facultado para ejercer la abogacía ni en el Código Obrero existe disposición alguna que establezca tal exigencia.

Por su parte, los artículos 164, 165, 166, 170 y 178 de la Ley Agraria, en lo que interesa, disponen que en los juicios en los que se involucren derechos de núcleos de población ejidales o comunales, así como ejidatarios y comuneros, los tribunales agrarios proveerán lo necesario para proteger los intereses de los solicitantes, que en dichos juicios el actor puede presentar su demanda por escrito o por simple comparecencia; caso en el cual, la autoridad solicitará a la Procuraduría Agraria, coadyuve en la formulación de la demanda por escrito, lo que podrá hacerse igualmente al contestar la demanda el demandado;  más aún, el artículo 179 de la misma Legislación, en forma categórica dispone que será optativo para las partes acudir asesorados, que en caso de que una de ellas esté asesorada y la otra no, se suspenderá el procedimiento y se solicitará inmediatamente un defensor de la Procuraduría Agraria. 

Finalmente, el artículo 181, del mismo ordenamiento legal prevé la obligación del Tribunal Agrario, de examinar la demanda o comparecencia y si en ellas se advirtieran irregularidades u omisiones, prevendrá al promovente para que las subsane dentro del término de ocho días.

Los preceptos antes mencionados, al igual que la Legislación Obrera antes mencionada, ponen de manifiesto lo informal del procedimiento agrario, y por tanto, lo proteccionista de las comunidades ejidales o comunales, así como de los ejidatarios y comuneros respecto de quienes prevé la posibilidad de las comparecencias en forma personal o asesorados; sin embargo, en ningún precepto de dicha Legislación se establece como requisito indispensable que las partes acudan al juicio por conducto de persona con autorización correspondiente para ejercer la profesión de abogado. 

Por otra parte, el artículo 13, de la Ley de Amparo en vigor, establece que cuando alguno de los autorizados tenga reconocida su personalidad ante la autoridad responsable, la misma le será reconocida en el juicio de amparo; tal precepto indiscutiblemente conlleva a que el juicio de garantías sea mas accesible, pues si conforme a dicho numeral en las materias a que se refiere este trabajo, las responsables le tienen reconocida personalidad a una persona que no esté legalmente autorizada para ejercer la profesión de abogado, tal personalidad le debe ser reconocida con el juicio de garantías, y el texto del precepto del proyecto de Ley de Amparo en estudio, implica mayor dificultad a la clase obrera y campesina para  poder acceder al juicio de garantías, puesto que un abogado titulado indiscutiblemente cobrará honorarios más altos, por lo que si la Legislación Obrera y Agraria son proteccionistas del trabajador, del indígena y del campesino y no disponen que el asesor, representante, autorizado o defensor, de dicha parte acredite ser abogado titulado, el artículo 23 del proyecto de Ley de Amparo, va en contra del espíritu protector de la ley federal del Trabajo y de la Ley Agraria, independientemente de la dificultad que ello representa para éstas clases  acudir ante los Tribunales Federales en auxilio de la protección federal.

AUGUSTO BENITO HERNANDEZ TORRES

MAGISTRADO DEL PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGESIMO SEGUNDO CIRCUITO.
CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS PARA ANALIZAR LA PROPUESTA DE UNA NUEVA LEY DE AMPARO.

PONENCIA A CARGO DEL DIPUTADO 

JOSE DEL ANGEL ARJONA CARRASCO.

PRESIDENTE DE LA GRAN COMISION DEL CONGRESO 

DEL ESTADO DE QUINTANA ROO.

Las garantías que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, otorga a los habitantes de esta gran Nación, son el máximo logro de las luchas ganadas por las personas que tuvieron en su tiempo, una visión adelantada de la igualdad en los derechos de los ciudadanos.

La libertad a que tenemos derecho los individuos, han sido coartadas o vulneradas en todas las etapas del desarrollo en los pueblos del mundo, por ideales egoístas y burdos, de personas que se consideraron superiores a los demás, y que únicamente, llevaron al genocidio de pueblos enteros, a los que tan solo por el hecho de ser diferentes en cuanto a sus creencias, costumbres, color o lengua, eran motivo suficiente para desatar su furia enfermiza contra ellos.

Desde la prehistoria, los pueblos que han contado con la fuerza de las armas, han sido los que imponen sus costumbres y obligaciones para con sus dominados, sin ofrecerles siquiera, algún derecho que pudieran ejercitar para menguar de alguna forma, la vida de esclavos que solían llevar, sin embargo, precisamente este tipo de atrocidades fueron las que motivaron a pensadores e idealistas, a hacer razonamientos respecto de la igualdad entre los seres humanos, a pensar en la idea de que el hombre, por naturaleza es libre, y que por lo tanto, nadie tiene el derecho de privar de tan preciado tesoro a las personas.

De estas ideas nace el derecho natural, cuya característica principal es la libertad del hombre, exclusivamente por el hecho de nacer.

En nuestro país, desde tiempos prehispánicos, existieron modelos de esclavitud, con la gran diferencia de que estos se hacían como parte de los beneficios que ofrecía la guerra entre los pueblos que resultaban vencidos. Sin embargo, estas guerras, las muchas de las veces tenían carácter sagrado, toda vez que las personas que nacían en los diferentes estratos sociales, se seleccionaban para desarrollarse en las distintas áreas que caracterizaban a un pueblo, esto es, los guerreros, los artesanos, los agricultores, los comerciantes y los sacerdotes, así, en la denominada guerra florida, que revestía un carácter sagrado, participaban los pueblos que existían en lo que actualmente es el centro del país, y el objetivo principal de esta, era hacer prisioneros.

Hacia la conquista de México, en el año de 1492, los españoles peninsulares extendieron su dominio a lo largo y ancho de nuestra patria, haciendo valer por la fuerza de las armas, las creencias teológicas, así como la forma de gobierno monárquico que imperaba en España, sometiendo de una manera brutal a todos los pueblos que ofrecían resistencia a ser dominados.

Es hasta el movimiento independentista de 1810, en el que personas como Miguel Hidalgo y Costilla, José María Morelos y Pavón, Josefa Ortíz de Domínguez, así como el cúmulo de militares y gente común, que creían fervorosamente en la libertad e igualdad de las personas, fue que realizaron los primeros movimientos armados, cuyo fin, era otorgar a las personas que durante más de tres siglos habían vivido en la zozobra, la libertad e igualdad tan reprimidas por las autoridades españolas.

Durante la época de independencia, a pesar de los ideales que proclamaban la tan ansiada libertad e igualdad en las personas, la realidad social, no estaba muy alejada de la época de la colonia, ya que esta libertad e igualdad, se veían mermadas por las nuevas autoridades de la recién constituida nación mexicana, la cual, a pesar de contar con una Constitución en la que se señalaban los derechos de los mexicanos, éstos, eran comúnmente atropellados por aquellos individuos que tenían algún poder o fuerza pública, siendo que a la vez, los ciudadanos no contaban con algún recurso jurídico real, que los proteja contra ese tipo de arbitrariedades.

La concepción de un medio legal por el cual los ciudadanos pudieran defenderse contra los actos de autoridad que en muchas de las ocasiones vulneraban o transgredían las garantías tuteladas por nuestra Carta Magna, fue realizada por el ilustre abogado yucateco, Don Manuel Crescencio García Rejón y Alcalá, que al lado de otros dos abogados Pedro C. Pérez y Darío Escalante, llevaron a cabo la redacción del proyecto de la Constitución para el Estado de Yucatán en el año de 1840, con motivo de las ideales separatistas de esta parte de la República Mexicana, en tal documento, se concibió por vez primera la palabra amparar, como un acto jurisdiccional de carácter anulatorio, contra un acto contrario a la Constitución, es decir, un verdadero medio de protección de los derechos fundamentales del ser humano. 

Esta ley mexicana, la Ley de Amparo,  ocupa un lugar prominente en la evolución del Habeas Corpus, el cual fue creado por la Ley Inglesa en el año de 1679, y cuyo objetivo era regir el principio de la libertad individual para todos los súbditos ingleses, así, el Habeas Corpus, fue ampliado en 1816 como una institución que garantiza esta libertad individual, poniendo al alcance de las personas, un medio expeditivo para obtener de inmediato el amparo de los jueces y magistrados, toda vez que, tanto la libertad individual como la inviolabilidad del domicilio, eran los únicos derechos individuales reconocidos en ese entonces.

La protección de los derechos constitucionales de los mexicanos, se encuentra salvaguardado por la Ley de Amparo, la cual es la ley reglamentaria de los artículos 103 y 107 de nuestra Constitución Política Federal, esta ley que substancia el Juicio de Garantías, en su devenir histórico, ha proporcionado una invaluable herramienta jurídica con la cual, las personas que han tenido el infortunio de padecer un acto de autoridad en la que se vean comprometidas las garantías tuteladas por nuestra Constitución Federal, han podido solicitar de los jueces o magistrados federales, la protección de la justicia que otorga la propia federación.

La Ley de Amparo, como cualquier otro ordenamiento jurídico, necesita de adecuaciones o modificaciones que la hagan acorde con las circunstancias reales de la dinámica social, por esto, a través de los años, esta ley se ha ido adecuando a las necesidades sociales, sin embargo, las propias adecuaciones que se le han hecho a lo largo de los años, han tenido como resultado que la Ley de Amparo contenga reformas provenientes de diferentes filosofías y momentos históricos, lo cual, la hacen perder hasta cierto punto, la conexidad y claridad entre algunas de sus partes, lo que no debe contenerse en una ley de esa naturaleza.

La necesidad de contar con una Ley de Amparo, que se ajuste a las necesidades de este nuevo siglo, requiere de un amplio estudio de las personas que tengan la capacidad de entender nuestra Ley de Amparo vigente, ya que por las mismas reformas hechas en diferentes tiempos, hace difícil la comprensión de lo que regula, por esto, la idea de contar con un nuevo ordenamiento jurídico, es de prima importancia, salvaguardando la idea central de lo que tutela el Juicio de Garantías.

El proyecto de una nueva Ley de Amparo, propuesta por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, está realizada para que cumpla con las expectativas que exigen estos tiempos, por esto, y con base en el estudio realizado al citado proyecto, cabe hacer las siguientes consideraciones.

DISPOSICIONES FUNDAMENTALES

En lo que respecta al artículo 23 del Proyecto de la Ley de Amparo, en su segundo párrafo, se señala que “. . . el agraviado y el tercero interesado, podrán autorizar para oír notificaciones en su nombre a cualquier persona con capacidad legal, quien quedará facultada para interponer los recursos que procedan, ofrecer y rendir pruebas, desistir de las mismas, alegar en las audiencias y realizar cualquier acto que resulte necesario para la defensa de los derechos del autorizante. . . ”, sin embargo, esta misma parte, en el artículo 27 correlativo de la Ley de Amparo vigente, señala además que podrá “. . . solicitar su suspensión o diferimiento, pedir se dicte sentencia para evitar la consumación del término de caducidad o sobreseimiento por inactividad procesal . . .”, refiriéndose a las audiencias dentro del juicio; en nuestra consideración, esta parte que se omite, independientemente de que en los artículos tanto del Proyecto en comento, como de la Ley vigente, se señala, “. . . y realizar cualquier acto que resulte necesario para la defensa de los derechos del autorizante. . . ”, es necesario que se mantenga, toda vez que al omitirse se puede entender, que esos actos, los que se omiten, la persona autorizada ya no podrá realizarlos, y en cambio al mantenerse, se aseguran de manera expresa estas posibilidades, sin perjuicio de la extensión que pueda tener el precepto.

En el último párrafo del artículo 47 del Proyecto, nos señala que, “Cuando se resolviere que se trata de un mismo asunto, se continuará el juicio promovido ante el Juez que hubiere resultado competente, debiéndose sobreseer en el otro juicio.”, consideramos que este párrafo quedaría mejor ubicado en las causas de sobreseimiento comprendidas en el artículo 61 del Proyecto, adecuando el contexto del propio párrafo, quedando como una causa más de procedencia del sobreseimiento, en el sentido de que por cuestiones competenciales uno de los dos asuntos promovidos ante jueces diferentes, cuando se resuelva que se trata de lo mismo, se sobreseerá, es decir, en el artículo 61 que señala las causas que podrán originar el sobreseimiento del juicio de garantías, se adicione una fracción más, en la que se señalaría precisamente esta causa, la de la competencia de los jueces.

Respecto al artículo 59 del proyecto, en su fracción IV, omite, en nuestra opinión sin razón aparente y sí en cambio en afectación evidente, el considerar como causa de improcedencia del Juicio de Amparo cuando éste se promueva contra resoluciones o declaraciones de las Legislaturas locales o de sus comisiones en materia de juicio político o declaratoria de procedencia, y que por el contrario la ley vigente sí lo contempla en forma expresa en su artículo 73 fracción VIII. Estimamos que tal causal no debe desaparecer de la ley de amparo en virtud de que atenta en contra de una decisión que en ejercicio de una facultad soberana emite un poder local, pero además y esto atiende a la naturaleza del acto, es menester considerar que la acción de juicio político por su carácter de acción pública o popular se agota en el momento en que el ciudadano promueve su denuncia, y ésta recibe el trámite legal correspondiente. En este tenor contra la resolución que emita la Legislatura local o alguna de sus comisiones legalmente facultadas para ello no puede otorgarse al particular el derecho de ampararse más que por violaciones del procedimiento, más no por el sentido de la resolución, en virtud y vale la pena recalcarlo porque el resultado que se obtenga del proceso de juicio político no le favorece en lo personal al ciudadano promovente sino únicamente en su caso, generaría afectación al servidor público denunciado, quien entonces se vería inhabilitado o destituido del cargo por el que se le impugna.

En efecto, el derecho del particular o ciudadano en este caso, se vería atendido y respetado con la aceptación de la denuncia y su substanciación correspondiente, más no por no resultar favorecido en la sentencia, situación que conforme al proyecto de la ley de amparo no se está considerando, toda vez que se excluye a las legislaturas locales de esta circunstancia, no así para el caso del Congreso de la Unión, sin que existe entre una y otra, por lo que hace a la naturaleza del acto, ninguna distinción.

Retomando de nueva cuenta el artículo, el 61 del Proyecto, en el que se señalan las causas de sobreseimiento del Juicio de Garantías, se enumeran cuatro supuestos por los que en un momento dado se sobreseería dicho juicio, en este mismo artículo, se omite la causa que señala el sobreseimiento por inactividad procesal, a nuestro juicio, el proyecto debería de contemplar esta causa, toda vez que el no ejercitar alguna acción como se señala en la propia ley vigente, en los juicios del orden civil o administrativo, por más de los trescientos días que la propia ley señala, esta inactividad, no hace otra cosa que demostrar el desinterés por parte del quejoso, a contrario sensu, en la Ley vigente, sí se contempla esta forma de sobreseimiento, ya que tomando en consideración el tiempo que la ley otorga para ejercitar una acción, es más que suficiente para que la actividad procesal se mantenga.

El Juicio de Amparo existe y se pide a la autoridad federal, para proteger al ciudadano cuando se transgredan sus garantías individuales, no para darle una herramienta para poder alargar o propiciar otros manejos a las cuestiones jurídicas en las cuales sea parte, en este sentido, el hecho de no contemplar esta causa de sobreseimiento, permitiría que el quejoso pueda dejar transcurrir bastante tiempo, y aún así no se sobreseería el juicio de amparo que en su momento promueva.

En el caso del artículo 79 del Proyecto, se señalan los casos en que es procedente el recurso de revisión; en la forma expuesta en este artículo, se señalan en dos fracciones la primera en amparo directo, y la segunda en amparo indirecto la procedencia del recurso de revisión, sin embargo y analizando la Ley de Amparo vigente, el recurso de revisión en este caso en el artículo 83, en su fracción V señala que, “Contra las resoluciones que en materia de amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito, cuando decidan sobre la constitucionalidad de leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el presidente de la República de acuerdo con la fracción I del artículo 89 constitucional y reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los estados, o cuando establezcan la interpretación directa de un precepto de la Constitución”.

Retomando lo que previene el artículo 79, fracción II, inciso a), del proyecto, en lo que refiere a estos supuestos, únicamente se limita a señalar que “Las sentencias que se resuelvan sobre la constitucionalidad de normas generales, establezcan la interpretación directa de un precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos u omitan decidir sobre tales cuestiones, siempre que aquellas fijen un criterio de importancia o trascendencia, según lo disponga la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por conducto de su Presidente.”, esto refiere a que el recurso de revisión no se podrá interponer contra los tratados internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la fracción I del artículo 89 constitucional y reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los estados, dejando sin un medio de defensa a las personas que en un momento dado necesiten de la defensa de los recursos que contiene la Ley de Amparo, y que pone a la disposición de las personas que consideren que se violentan sus garantías individuales.

En este sentido, los tratados internacionales en los que nuestro país sea partícipe, tienen como finalidad buscar el beneficio de la colectividad, sin embargo esto no implica que no se puedan transgredir las garantía que tutela nuestra Carta Magna, los cuales están sobre cualquier tratado internacional, leyes o decretos ya sean federales o locales, así, los propios decretos que expidan tanto el Presidente de la República, como los gobernadores de los estados, no están exentos de que su contexto pueda contener disposiciones que violenten las garantías que tutela nuestra Constitución, es por esto, que ante todo, se deben salvaguardar las garantías de los ciudadanos mexicanos, para que prevalezca el estado de derecho, por lo tanto esta parte del precepto antes citado consideramos que debe mantenerse.

SUSPENSION DEL ACTO RECLAMADO

En el artículo 164, primer párrafo señala “Cuando la privación de la libertad se lleve a cabo por virtud de orden de aprehensión, reaprehensión o auto de formal prisión, dictados por autoridad competente por delito que no sea considerado como grave, procederá la suspensión provisional y la definitiva.”, este párrafo, nos da a entender que cualquier delito que se cometa, que no sea considerado como grave, de antemano y de acuerdo con este artículo, se podrá contar con la suspensión provisional, así como la definitiva, entendiéndose que la suspensión definitiva de cualquier forma se va a otorgar, quedando de manifiesto que el presunto responsable ya cuenta de antemano con la protección de la justicia federal, que incluso presupone que el juez sin valorar la conveniencia o cumplimiento de los requisitos que la propia ley exige para el otorgamiento de la suspensión, la va a otorgar, circunstancia que no atiende, por lo menos en cuanto a la redacción, al propósito o sentido real que se pretende, por eso, en nuestro concepto proponemos que mejor se haga el señalamiento "en su caso", quedando de la siguiente forma “Artículo 164. Cuando la privación de la libertad se lleve a cabo por virtud de orden de aprehensión, reaprehensión o auto de formal prisión, dictados por autoridad competente por delito que no sea considerado como grave, procederá la suspensión provisional y en su caso la definitiva.”, o de alguna otra forma que pudiera entenderse de que no de manera obligatoria se le tendrá que otorgar la suspensión definitiva.

Esto con el fin de que exista la suficiente claridad, y no se preste a interpretaciones que en un momento dado puedan resultar erróneas, las cuales deriven en resultados que lejos de beneficiar a las partes involucradas en un juicio de garantías, se perjudiquen.

El resultado del trabajo de las personas que intervinieron en la realización del proyecto que ahora se nos presenta, se traduce en un importante cambio en esta Ley, toda vez que la nueva estructura que se le da, hace que su estudio sea más ágil, de este mismo modo, la terminología que se usa en el cuerpo de la ley, es de más rápido entendimiento, puesto que se omiten términos que en la mayoría de las ocasiones resultaba muy técnico, haciendo que inclusive abogados tuvieran cierta dificultad en entender el contenido de determinados preceptos.

Cabe mencionar que la adición de varios capítulos en los que se regulan cuestiones nuevas y que ofrecen una panorámica más amplia de los alcances de este juicio de garantías, y sin perjuicio de que en una forma más explícita, se hagan los señalamientos pertinentes, hacen que este Proyecto esté acorde con las necesidades legales de estos tiempos, capítulos como el IV del Título Tercero que contiene el Cumplimiento Sustituto, el Capítulo VI, del Incidente por Incumplimiento de la Declaración General de la Inconstitucionalidad o de Interpretación Conforme, así como el Título Cuarto, que contiene los capítulos que señalan o describen de una manera clara y precisa, las formas por las que se puede crear la jurisprudencia, ya sea por reiteración de criterios o por contradicción de Tesis; todo este tipo de adecuaciones, hace que el entendimiento o comprensión de esta Ley, sea más fácil y precisa.

Con este Proyecto de la Ley de Amparo, se demuestra la voluntad del Poder Judicial, y de todas las instituciones públicas y privadas, así como de las personas en general que tienen interés, en que la justicia, la seguridad, y la integridad de las personas y sus familias, bienes y posesiones, están debidamente salvaguardadas por nuestro marco jurídico, de poder acceder a las nuevas formas de impartición de justicia en el mundo, en las que México no puede ni debe quedarse atrás, de que las demás naciones sepan que en nuestro país impera el estado de derecho, y que como cualquier otro, tiene sus problemas derivados de las diferentes ideologías de las personas que convivimos a diario en esta gran Nación.

DIP. JOSE DEL ANGEL ARJONA CARRASCO.
Congreso Nacional de Juristas para analizar el proyecto 

de una nueva Ley de Amparo

(Noviembre 6, 7 y  8 de 2000)

COMENTARIOS Y PROPUESTAS  DE MODIFICACION

AL PROYECTO DE NUEVA LEY DE AMPARO

Históricamente y en la actualidad, el juicio de amparo se ha erigido en nuestro sistema jurídico mexicano como la institución que por excelencia tutela a los integrantes de una sociedad, al dotarles de garantías que les permiten gozar con plenitud de los derechos consagrados en la Constitución Federal e impidiendo la afectación arbitraria de estos derechos por actos de alguna autoridad; sin embargo y como toda institución, es necesario que sus disposiciones sean acordes y respondan a las necesidades jurídico-sociales que actualmente imperan en nuestro país, con el fin de brindar una eficaz protección a los derechos fundamentales del gobernado. Siendo este el motivo por el que nuestro Máximo Tribunal de la Nación, a través de una Comisión de Análisis de Propuestas para una nueva Ley de Amparo, ha convocado y realizado el esfuerzo de poner en manos de la ciudadanía, comunidad jurídica y, particularmente, de los juristas asistentes a este Congreso, un proyecto de nueva ley reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con el propósito de coadyuvar en el examen, discusión y determinación de mejores disposiciones que preserven nuestros derechos como gobernados y nos fortalezca como una nación inmersa en un estado de derecho.

Con esta premisa, los comentarios y propuestas que se someten a la consideración de esta mesa de trabajo son las siguientes:

DISPOSICIONES FUNDAMENTALES

En el Título Primero, Capítulo I, artículo 1 del proyecto de nueva Ley de Amparo, se contiene la propuesta de ampliar el objeto de tutela del juicio de amparo, precisándose que, además las garantías consagradas en la Constitución Federal, serán objeto de protección los derechos contenidos en cinco tratados internacionales que en materia de derechos humanos ha ratificado nuestro país y que son enunciados en el citado precepto. Estimándose que, con el fin de cumplir cabalmente con la intención de ampliar este marco de protección jurídica, resulta pertinente que en la redacción del numeral que nos ocupa, se utilice una formula general y no casuística  para aludir a estos tratados, pues siendo el derecho  una materia en constante evolución, es dable la creación de nuevos instrumentos internacionales que contengan derechos humanos, pero, en virtud de lo expuesto en la parte introductoria del proyecto y redacción del artículo 1 del mismo, se pudiera argumentar que no es posible considerarlos por no estar enunciados en dicho precepto, aunque, claro, no sería obstáculo para que el impetrante invocara violaciones a los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal; por consiguiente y considerando que con la propuesta de referencia se pretende que expresamente se comprendan como objeto de tutela los derechos contenidos en los tratados internacionales, es por lo que se propone la siguiente redacción:

“Artículo 1°. El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite por normas generales o actos de autoridad que violen las garantías que consagra la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los derechos humanos que protegen los tratados internacionales generales en la materia.”
SUSPENSION DEL ACTO RECLAMADO EN MATERIA PENAL

Del Título Segundo, Capítulo I, Sección Tercera del proyecto de nueva ley reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se desprende el articulado relacionado con la suspensión del acto reclamado, cuyas disposiciones pretenden alcanzar un punto de equilibrio en donde la suspensión, por un lado, cumpla con su función protectora y evite que a los gobernados solicitantes de esta  medida cautelar se les causen daños y perjuicios de imposible o difícil reparación, mientras es tramitado el juicio de amparo, y, por otra parte, mediante el establecimiento de requisitos que discrecionalmente deberá valora el juzgador, se evite el otorgamiento de suspensiones que afecten la sensibilidad de la sociedad, precisándose para tal efecto en el artículo 126 del proyecto en comento que la suspensión se decretará en todas las materias, debiéndose ponderar para ello la apariencia del buen derecho con el interés social y que no se contravengan disposiciones de orden público.

Ahora bien, como reglas específicas de la suspensión en materia penal, se destaca que, además de describirse los efectos que tendrá la suspensión para diversas hipótesis que se presentan en esta materia, en el primer párrafo del artículo 164  del proyecto se señala que “Cuando la privación de la libertad se lleve a cabo por virtud de orden de aprehensión, reaprehensión o auto de formal prisión, dictados por autoridad competente por delito que no sea considerado como grave, procederá la suspensión provisional y la definitiva”, mientras que en el segundo párrafo de este numeral  se dispone que “En los casos a que se refiere el párrafo anterior, si se trata de delito considerado como grave, no procede la suspensión provisional.  Excepcionalmente, de acuerdo con las circunstancias del caso, podrá concederse la suspensión definitiva.”  

Es decir, que con la disposición contenida en el segundo párrafo del articulo 164 se pretende, y así se explica en la parte introductoria del proyecto a manera de exposición de motivos, que la suspensión cumpla con la función protectora a un principio básico del derecho procesal penal que es el de presunción de inocencia, dotándose al juzgador  con la facultad de examinar y determinar “... de acuerdo a las circunstancias del caso...“ si concede la suspensión definitiva, aún cuando se trate de la imputación de un delito considerado como grave por la ley, lo que implica que deberá atender a la regla general que sobre la suspensión del acto reclamado contiene el artículo 126 descrito en líneas anteriores; sin embargo, se estima que con esta propuesta de facultad discrecional se desconoce que en virtud de la solicitud de suspensión el quejoso no tiene derecho a una situación jurídica más ventajosa de la que pudiera corresponderle dentro de la normalidad del procedimiento penal y que, por tanto, el juez de amparo no debe llegar al extremo de que goce de una libertad que el artículo 20 fracción I de la Constitución Federal le restringe, en virtud de que en este precepto se contiene a favor de la sociedad la garantía de que el imputado de un delito considerado como grave por la legislación punitiva sea segregado de su seno, mediante prisión preventiva, hasta en tanto no se dicte auto de libertad por falta de elementos para procesar, sobreseimiento, sentencia absolutoria o la protección de la justicia federal, según sea el caso.

Estimándose que si bien el precepto constitucional de mérito alude a la libertad provisional bajo caución y no a la suspensión de amparo, lo cierto es que la directriz de esta disposición tiene su fundamento en el principio de bien jurídico, es decir, que siendo el derecho penal el último recurso o instancia de que se debe valer el Estado para resolver situaciones que ponen en riesgo la convivencia y tranquilidad de  una sociedad, los órganos legislativos de cada entidad, atendiendo precisamente a los valores fundamentales que todo hombre necesita para su adecuada formación y desarrollo, han ponderado y determinado un catálogo de delitos que deben ser considerados como graves en protección de aquellos bienes jurídicos que la propia sociedad ha jerarquizado de mayor importancia, por lo que no es dable concebir que esta clasificación, resultado de las exigencias de una sociedad y un procedimiento legislativo de discusión y aprobación, sea alterada, aunque sea relativamente, con una suspensión definitiva.
En contra de este planteamiento, es posible cuestionar que existe una multiplicidad caótica e injusta de disposiciones penales que afectan la noción de justicia y producen desigualdad entre los gobernados de un mismo país, por el hecho de que determinadas conductas delictivas sean consideradas como graves en una Entidad Federativa y en otras no; empero, se estima que la autoridad federal debe ser respetuosa de la soberanía de cada Estado y la voluntad de una sociedad que, a través de sus representantes legislativos, establece qué conductas delictivas son pertinentes clasificar como graves para una mayor tutela de aquellos bienes jurídicos que estima primordiales para su convivencia y desarrollo individual y colectivo, excluyéndose, por tanto, que en forma excepcional y “... de acuerdo a las circunstancias del caso...” se pueda conceder al quejoso la suspensión definitiva.

En estas condiciones, se propone que el segundo párrafo del artículo 164 del proyecto de Ley de Amparo examinado, como caso de excepción a la regla general contenida en el artículo 126 del mismo proyecto, únicamente establezca lo siguiente:

“En los actos a que se refiere el párrafo anterior, si se trata de delito considerado como grave, no procede la suspensión provisional”.

DECLARACION GENERAL DE INCONSTITUCIONALIDAD

Y DE INTERPRETACION CONFORME

En el Título Cuarto, Capítulo IV, artículos 232 y 233 del proyecto de nueva Ley de Amparo, se expresa, respectivamente, que “Cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación, establezca jurisprudencia por reiteración en la cual se determine la inconstitucionalidad o se establezca la interpretación conforme de una norma general respecto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se procederá a hacer la declaratoria general correspondiente” y que “Dentro del plazo de treinta días hábiles contados a partir de la aprobación de la jurisprudencia referida en el artículo anterior, la Suprema Corte de Justicia formulará la declaratoria general de inconstitucionalidad o bien de interpretación conforme. Previo a la declaración podrá convocar a quien estime conveniente para oír sus puntos de vista sobre los alcances de aquélla”.

Apreciándose de lo anterior, que en tratándose de resoluciones de amparo contra leyes serán tres los sentidos que éstas pueden adoptar:

1. Que nuestro Máximo Tribunal de la Nación determine que la normatividad combatida es constitucional;

2. Que la Ley es inconstitucional y, por tanto,  inválida con efectos generales, y

3. Que se realice una interpretación conforme que, de acuerdo con la parte introductoria del proyecto de nueva Ley de Amparo, “...tiene la ventaja de permitir a la Corte establecer aquella interpretación mediante la cual sea factible salvar la constitucionalidad de la norma impugnada para, de esa forma, garantizar la supremacía constitucional y, simultáneamente, permitir una adecuada y constante aplicación de nuestro orden jurídico.”

Empero, se estima que no es pertinente que nuestro máximo Tribunal de la Nación se arrogue la facultad de realizar la interpretación de una ley que, pareciera, es inconstitucional en su origen, pero que para salvar la validez de ésta se corrijan sus deficiencias legislativas mediante una interpretación, es decir, que se sustituye una actividad que es propia del órgano legislativo y que incluso, pudiera contrariar el propio espíritu de la ley que inspiró su creación, habida cuenta que para la formulación de declaración general de esta interpretación no es dable considerar, como regla, otros puntos de vista sobre sus alcances, sino que el artículo 233 del proyecto establece como una facultad discrecional de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el convocar a quien estime conveniente para oír sus puntos de vista sobre los alcances de la interpretación conforme. Por tanto, se considera que las resoluciones de amparos contra leyes sólo debe versar en la declaración de si la norma cuestionada es constitucional o inconstitucional, declarándose en este último caso la invalidez con efectos generales de la norma. Proponiéndose la redacción siguiente para los artículos 232, 233, 234 y 235 del proyecto que se examina: 

Artículo 232. Cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación, establezca jurisprudencia por reiteración en la cual se determine la inconstitucionalidad de una norma general respecto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se procederá a hacer la declaratoria general correspondiente. 

Artículo 233. Dentro del plazo de treinta días hábiles contados a partir de la aprobación de la jurisprudencia referida en el artículo anterior, la Suprema Corte de Justicia formulará la declaratoria general de inconstitucionalidad. Previo a la declaración, convocará a quien estime conveniente para oír sus puntos de vista sobre los alcances de ésta.

Artículo 234. La declaratoria no podrá modificar el sentido de la jurisprudencia y establecerá:

I. La fecha de su entrada en vigor;

II. Su obligatoriedad general; y

III. Los alcances y las condiciones de la declaración de inconstitucionalidad.

Los efectos de esta declaración no serán retroactivos, salvo en materia penal en términos del párrafo primero del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

 

Artículo 235. Las declaraciones generales de inconstitucionalidad, se publicarán en el Semanario Judicial de la Federación, en el Diario Oficial de la Federación y en el órgano oficial en el que se hubiera publicado la norma general respectiva.”

Como corolario de esta exposición, podemos señalar que las propuestas de modificación planteadas al proyecto de nueva Ley de Amparo se concretizan  en lo siguiente:

PRIMERO. Que con el fin de cumplir cabalmente con la intención de ampliar el marco de protección jurídica del juicio de amparo, resulta pertinente que en la redacción del artículo 1 del proyecto se utilice una formula general y no casuística para aludir a los tratados internacionales que contienen derechos.

SEGUNDO. Que considerando que los órganos legislativos de cada entidad, han ponderado y determinado un catálogo de delitos que deben ser considerados como graves en protección de aquellos bienes jurídicos que la propia sociedad ha jerarquizado de mayor importancia en su ámbito territorial, no es posible concebir que esta clasificación, resultado de las exigencias de una sociedad y un procedimiento legislativo de discusión y aprobación, sea alterada en virtud de lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 164 del proyecto analizado, donde se faculta a la autoridad de amparo para que, excepcionalmente y de acuerdo a las circunstancias del caso, conceda la suspensión definitiva, aún cuando se trate de la imputación de un delito calificado como grave.

TERCERO.  Que las resoluciones de amparo contra leyes sólo deben ser en el sentido de determinar si la norma cuestionada es constitucional o inconstitucional, declarándose en este último caso su invalidez con efectos generales, excluyéndose la posibilidad de que la Corte realice la interpretación conforme de una ley que, pareciera, es inconstitucional, pero que para salvar la validez de ésta se corrijan sus deficiencias legislativas mediante esa interpretación, sustituyéndose con esto una actividad que es propia del órgano legislativo.

LIC. ARACELI AGUAYO HERNANDEZ

MAGISTRADA PRESIDENTE DEL TRIBUNAL SUPERIOR

DE JUSTICIA DEL ESTADO DE QUERETARO
SUPLENCIA DE LA DEFINCIENCIA DE LA QUEJA

EN MATERIA LABORAL

Ponencia presentada por:

ABOG. ABSALON ALVAREZ ESCALANTE, M.D.

Director de la Escuela de Derecho de la Universidad del Mayab.

Colaboración de:

LIC. ANA ELANA FIERRO FERRAEZ, M.D.

Maestra e Investigadora de la Escuela de Derecho de la Universidad del Mayab.

Objeto de la Ponencia:

Analizar los fundamentos, alcances y consecuencias del nuevo texto que, en relación con la suplencia de la queja deficiente en materia de trabajo, se derivan de la disposición que a continuación se identifica:

Artículo:   77 fracción IV

Título:       Primero

Capítulo:  X

del Proyecto de la Nueva Ley de Amparo.

Punto Principal al que se Circunscribe el Tema:

Disposiciones Fundamentales, por tratarse de una de las excepciones al principio de Estricto Derecho en el Juicio de Amparo.
DEL PRINCIPIO DE ESTRICTO DERECHO

De los principios doctrinarios que regulan el Juicio de Amparo, nos ocupa aquel que determina como imperativo para el juzgador, el que se concrete a examinar la constitucionalidad del acto reclamado a la luz de los argumentos externados en los “conceptos de violación” expresados en la demanda o, en caso de tratarse de un recurso, interpuesto en contra de alguna resolución pronunciada por un Juez de Distrito, que dicha resolución se pronuncie tomando en cuenta de manera exclusiva los razonamientos que el recurrente manifieste en sus “agravios”.

Sin embargo, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el artículo 107, fracción II, establece con claridad que dicho principio no es de naturaleza rígida, ya que si bien el párrafo primero de esta disposición expresa literalmente:

“Artículo 107.  . . .II.- La sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare. . .”

En el párrafo siguiente del mismo numeral en comento, se fijan las bases de lo que, como excepción al principio de estricto derecho, se regula en la Ley Reglamentaria de dicho artículo constitucional, es decir, en la Ley de Amparo: “La Suplencia de la Queja Deficiente”.

En efecto, el texto de dicho párrafo expresa:

“...En el juicio de amparo deberá suplirse la deficiencia de la queja de acuerdo con lo que disponga la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107”

DE LA SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE

La Ley de Amparo hasta hoy vigente, recoge el mandamiento constitucional antes referido, en su artículo 76 bis, en donde establece una serie de excepciones al principio de estricto derecho, cuando refiere que las autoridades que conozcan del juicio de amparo “deberán”  suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como de los agravios formulados en los recursos. Así mismo señala una serie de hipótesis normativas que atienden, bien a la naturaleza del acto reclamado, en unos casos, o a las circunstancias personales del quejoso y del recurrente en otros.  Lo expresado en esta disposición legal constituye una obligación para el juzgador.

En ese sentido, tenemos que el artículo 76 bis de la Ley de Amparo en vigor, fija como casos de procedencia de la Suplencia de la Queja Deficiente, los siguientes:

1. En cualquier materia, cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia”

2. En materia penal, indicándose además que en estos casos, la suplencia opera aún ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios del reo.

3. En materia agraria, conforme a lo dispuesto al artículo 227 de la propia Ley de Amparo, en el que se impone al juzgador él deber de suplir la deficiencia de exposiciones, comparecencias y alegatos.

4. En materia laboral, solo aplicable en favor del trabajador; 

5. A favor de los menores de edad o incapaces.

6. En otras materias, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa”

De la relación que antecede se puede concluir que la finalidad de la suplencia de la queja deficiente es de derecho social, al buscar brindar una mayor protección de los tribunales de amparo a aquellos grupos sociales históricamente considerados como desfavorecidos, como lo son el obrero y el campesino,  y también a quienes por sus condiciones de incapacidad pudieran ser víctimas de una grave  indefensión, como lo pueden ser los menores e incapaces. 

Adicionalmente, se percibe el interés social de esta excepción al principio de estricto derecho,  cuando se extiende la  posibilidad de la suplencia, para cobijar a quien se encuentra en riesgo de perder su libertad o bien dejar de recuperarla en un proceso penal y a los que se ven afectados por la aplicación de una ley  inconstitucional.

No hay duda del sentido social de esta figura jurídica-procesal del Juicio de Garantías, pero cabe preguntarnos si en verdad cumple con dicha finalidad o si por el contrario ha resultado en cobijo de abusos e ineficacias. 

LA SUPLENCIA DE LA QUEJA EN MATERIA LABORAL

Circunscribiéndonos al ámbito laboral, tenemos que el texto del artículo 76 bis fracción IV, se limita a señalar que la suplencia de la queja deficiente solamente operará cuando se trate del trabajador, presumiendo el legislador, tal vez, que siendo la parte débil de la relación obrero-patronal, es la que menos posibilidades tiene de estructurar una demanda de garantías con plenitud de sustento, tanto de hecho, como de derecho, lo cual, en mi opinión, puede ser resultado de una valoración a priori que, en los tiempos actuales no resulta totalmente ajustada a la realidad, concepto que  habré de desarrollar con posterioridad.  Ahora bien, considero oportuno formularnos las siguientes interrogantes:

¿Está realmente indefenso el trabajador en los procesos que sigue en contra de su patrón ante las autoridades laborales?

¿No existe una tutela evidente de la Ley Federal del Trabajo, que hace innecesaria la suplencia de la queja en materia de amparo laboral?

¿Carece realmente el trabajador de la posibilidad de hecho y de derecho, de procurarse la adecuada asesoría jurídica para estructurar una demanda de garantías eficiente?

¿Debe permanecer intacta esta institución jurídica protectora del trabajador, en el juicio de amparo, o deben ampliarse en este ámbito los alcances de la Suplencia de la Queja Deficiente? 

El Más Alto Tribunal de la Nación han normado su criterio en este sentido, al resolver en contradicción de tesis, la siguiente jurisprudencia:

Novena Epoca

Instancia: Segunda Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: II, Septiembre de 1995

Tesis: 2a./J. 39/95

Página:   333

SUPLENCIA DE LA QUEJA EN MATERIA LABORAL A FAVOR DEL TRABAJADOR. OPERA AUN ANTE LA AUSENCIA TOTAL DE CONCEPTOS DE VIOLACION O AGRAVIOS.  La Jurisprudencia 47/94 de la entonces Cuarta Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que lleva por rubro: "SUPLENCIA DE LA QUEJA EN MATERIA LABORAL TRATANDOSE DEL TRABAJADOR. CASO EN QUE NO OPERA", establece que para la operancia de la suplencia de la queja en materia laboral a favor del trabajador es necesario que se expresen conceptos de violación o agravios deficientes en relación con el tema del asunto a tratar, criterio que responde a una interpretación rigurosamente literal del artículo 76 bis de la Ley de Amparo para negar al amparo promovido por el trabajador el mismo tratamiento que la norma establece para el amparo penal, a través de comparar palabra a palabra la redacción de las fracciones II y IV de dicho numeral, cuando que la evolución legislativa y jurisprudencial de la suplencia de la queja en el juicio de garantías lleva a concluir que la diversa redacción de una y otra fracciones obedeció sencillamente a una cuestión de técnica jurídica para recoger y convertir en texto positivo la jurisprudencia reiterada tratándose del reo, lo que no se hizo en otras materias quizá por no existir una jurisprudencia tan clara y reiterada como aquélla, pero de ello no se sigue que la intención del legislador haya sido la de establecer principios diferentes para uno y otro caso. Por ello, se estima que debe interrumpirse la jurisprudencia de referencia para determinar que la suplencia de la queja a favor del trabajador en la materia laboral opera aun ante la ausencia total de conceptos de violación o agravios, criterio que abandona las formalidades y tecnicismos contrarios a la administración de justicia para garantizar a los trabajadores el acceso real y efectivo a la Justicia Federal, considerando no sólo los valores cuya integridad y prevalencia pueden estar en juego en los juicios en que participan, que no son menos importantes que la vida y la libertad, pues conciernen a la subsistencia de los obreros y a los recursos que les hacen posible conservar la vida y vivir en libertad, sino también su posición debilitada y manifiestamente inferior a la que gozan los patrones.

Contradicción de tesis 51/94. Entre el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Cuarto Circuito. 2 de agosto de 1995. Cinco votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Ma. Estela Ferrer Mac Gregor Poisot.

Tesis de Jurisprudencia 39/95. Aprobada por la Segunda Sala de este alto Tribunal, en sesión pública de dos de agosto de mil novecientos noventa y cinco, por cinco votos de los Ministros: Presidente: Juan Díaz Romero, Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Mariano Azuela Güitrón, Genaro David Góngora Pimentel y Guillermo I. Ortiz Mayagoitia.

En atención al criterio señalado en la tesis arriba apuntada  el contenido del artículo 76 bis de la Ley vigente se modifica  en el proyecto de la Nueva Ley de Amparo, conforme a lo establecido por  el artículo 77, cuyo texto propuesto, en lo conducente reza:

“Artículo 77. La autoridad que conozca del juicio de amparo deberá suplir la deficiencia de los conceptos de violación o agravios en los casos siguientes:

. . .IV. En materia laboral, a favor del trabajador. . .

. . .En los casos de las fracciones I, inciso b), IV y V, la suplencia se dará 

AUN ANTE LA AUSENCIA DE CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS.”

Consideramos inadecuado el texto propuesto, ya que resulta excesivo, no congruente con la realidad y porque el desequilibrio procesal que se genera como consecuencia de su aplicación, en relación con el patrón, es tal que sitúa al patrón siempre en desventaja por lo que en  la relación entre los factores de la producción no esta balanceada. Por el contrario, hace manifiesto que el sector patronal tendrá, en los procesos laborales una situación desventajosa, toda vez que la Ley Laboral, tanto en lo sustantivo, como en lo procesal, es desequilibrada en busca de proteger al sector obrero, por ser considerado históricamente el débil de dicha relación. Situación que parece innecesario reiterar en un juicio de garantías en el que, a fin de cuentas, la pugna ya no es entre patrón y obrero sino de uno de ellos contra la autoridad que violento sus garantías. 

Lo anterior es  fácil de comprobar si, respecto de la ley laboral, tomamos como referentes las reglas de Interpretación de las normas laborales, las normas que establecen la suplencia de la demanda deficiente, las que fijan las reglas de las cargas procesales y aquellas que confieren al trabajador los medios de asesoría y defensa especializada.

REGLAS DE INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS LABORALES
El artículo 18 de la Ley Federal del Trabajo señala que: “En la interpretación de las normas de trabajo se tomarán en consideración sus finalidades señaladas en los artículos 2º. Y 3º. EN CASO DE DUDA PREVALECERÁ LA INTERPRETACIÓN MÁS FAVORABLE AL TRABAJADOR.”

El artículo 2º establece que las normas del trabajo buscan conseguir el equilibrio y la justicia social entre trabajadores y patrones; y por su parte, el artículo 3ro expresa que el trabajo es un derecho y un deber sociales, describiendo una serie de valores que deben buscarse con el mismo, tales como respeto a las libertades y dignidad de quien lo presta y que debe además efectuarse en condiciones que aseguren la vida, la salud y un nivel económico decoroso para el trabajador y su familia.

La disposición que comentamos fija una regla contundente, parcial y desequilibrada, en aras de la protección del sector débil de la relación patronal,  lo cual parece justo si atendemos a que dicho desequilibrio tiene como objetivo nivelar las fuerzas sociales obrera y patronal, muy distantes en el momento histórico de la promulgación de la primera ley laboral de competencia federal (1931).

SUPLENCIA DE LA DEMANDA LABORAL DEFICIENTE

Posteriormente, ya en las regulaciones de carácter procesal, dispone la ley laboral que:

a) Cuando la demanda del trabajador sea incompleta, en cuanto a que no comprenda todas las prestaciones que de acuerdo con esta ley (Federal del Trabajo) deriven de la acción intentada o procedente, conforme a los hechos expuestos por el trabajador LA JUNTA, EN EL MOMENTO DE ADMITIR LA DEMANDA SUBSANARÁ ESTA. (artículo 685).

b) Cuando el actor sea el trabajador o sus beneficiarios, LA JUNTA EN CASO DE QUE NOTARE ALGUNA IRREGULARIDAD EN EL ESCRITO DE DEMANDA, O QUE ESTUVIERE EJERCITANDO ACCIONES CONTRADICTORIAS, AL ADMITIR LA DEMANDA LE SEÑALARA LOS DEFECTOS U OMISIONES EN QUE HAYA INCURRIDO Y LO PREVENDRÁ PARA LOS SUBSANE DENTRO DE UN TERMINO DE TRES DIAS.  (873)

c) Una vez iniciada la audiencia de Conciliación, Demanda y Excepciones, Ofrecimiento y Admisión de Pruebas a que se refiere el artículo 875, precisamente en la segunda de las etapas que se mencionan, señala la fracción II, del artículo 878 que el actor expondrá su demanda, ratificándola o modificándola, precisando los puntos petitorios. Si el promovente, siempre que se trate del trabajador, NO CUMPLIERE CON LOS REQUISITOS OMITIDOS O NO SUBSANARÉ LAS IRREGULARIDADES QUE LE HAYAN INDICADO EN EL PLANTEAMIENTO DE LAS ADICIONES A LA DEMANDA, LA JUNTA LO PREVENDRA PARA QUE LO HAGA EN ESE MOMENTO.  (878 fracción II)

Lo transcrito evidencia tres momentos procesales en los que la autoridad laboral protege al trabajador demandante. Dos al admitir la demanda y una al iniciar el procedimiento de arbitraje, no debiendo perderse de vista que al momento de emitir su laudo, puede la Junta de Conciliación y Arbitraje atenerse, en caso de duda en la interpretación de la ley, aplicar  la que según su criterio resulte más favorable al trabajador.

LA DISTRIBUCIÓN DE LAS CARGAS PROBATORIAS

No obstante que, como ha quedado asentado, la interpretación de las normas en materia del trabajo, en caso de duda, deben hacerse en la forma que más favorezca al trabajador.  Además la Junta de Conciliación y Arbitraje tiene la obligación de suplir la deficiencia y/o prevenir al demandante en tres ocasiones para que reclame indemnizaciones y/o prestaciones que le correspondan conforme a los hechos de su demanda, cumpla con requisitos omitidos o subsane irregularidades. La ventaja procesal del trabajador demandante será mayor cuando se materialice algunos de los supuestos de los artículos 784 y 804 de la propia Ley Federal del Trabajo,  que disponen que en caso de controversia, el patrón, tendrá éste la obligación de exhibir en juicios los documentos que acrediten:

1. Fecha de Ingreso

2. Antigüedad del Trabajador

3. Faltas de Asistencia del Trabajador

4. Causa de la Rescisión del Trabajador

5. Terminación de la Relación de Trabajo.

6. Constancia del Aviso de Despido

7. Contrato de Trabajo

8. Duración de la Jornada de Trabajo

9. Pago de los Días de Descanso.

10. Disfrute y Pago de Vacaciones.

11. Pago de las Primas Dominical, Vacacional y Antigüedad.

12. Monto y Pago de Salario.

13. Pago de Utilidades.

14. Incorporación y Pago al INFONAVIT.

La consecuencia de no exhibir dichos documentos en el juicio, según el artículo 804 de la Ley Laboral aplicable, genera la presunción “juris tantum” de ser cierto lo expresado por el actor, salvo prueba en contrario, lo que sin lugar a dudas constituye una enorme ventaja procesal a favor del trabajador, quien de esta forma y en relación con los puntos transcritos queda relevado de la obligación de probar su dicho.

LOS MEDIOS DE ASESORIA Y REPRESENTACIÓN ESPECIALIZADA.

Es muy importante tomar en cuenta, para los efectos del tema en desarrollo, que la legislación laboral que regula el apartado A) del artículo 123 constitucional, contempla en los artículos que van del 530 al 536, la existencia de la Procuraduría de la Defensa del Trabajo, cuyas funciones son:

I. Representar o Asesorar a los trabajadores y sus sindicatos, siempre que lo soliciten, ante cualquier autoridad, en las cuestiones que se relacionen con la aplicación de las normas de trabajo;

II. INTERPONER LOS RECURSOS ORDINARIOS Y EXTRAORDINARIOS PROCEDENTES, PARA LA DEFENSA DEL TRABAJADOR O SINDICATO; . . . (530)

Así mismo, el artículo 532, en sus fracciones II y III, se impone como requisitos para ser Procurador de la Defensa del Trabajo, el de tener título legalmente expedido de licenciado en derecho, una práctica profesional no menor de tres años y haberse distinguido en estudios de derecho del trabajo y de seguridad social:

El reglamento de la Procuraduría de la Defensa del Trabajo, corrobora en su artículo primero tales atribuciones y los mismos requisitos para los Procuradores Auxiliares, pero de manera especial se resalta que en el artículo octavo, inciso a), se dispone que: 

“Los procuradores auxiliares que sean acreditados ante la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje y Federales Permanentes de Conciliación y Arbitraje, asumirán la defensa de los trabajadores en los conflictos laborales, para lo cual deberán:

a) Estudiar y tramitar oportunamente los asuntos y conflictos que les sean turnados, hasta obtener resolución definitiva que cause ejecutoria, INCLUYENDO EL JUICIO DE AMPARO EN SU CASO.

Si a esto aunamos que el artículo 356 regula la figura del sindicato como asociación de trabajadores que entre sus objetivos se encuentra: el estudio, mejoramiento y defensa de sus intereses y que el artículo 375 confiere a los sindicatos la representatividad de sus miembros en la defensa de sus derechos individuales, por conducto de los asesores jurídicos de la agrupación, tenemos que admitir que la ley laboral prevé los medios necesarios para una adecuada y eficiente asesoría profesional y representación legal en el proceso, incluyendo el Juicio de Garantías.

En mérito de lo expuesto consideramos que, las normas transcritas de la Ley Laboral deben interpretarse como protectoras del trabajador,  así mismo  consignan la obligación de las juntas de Conciliación y Arbitraje de suplir las deficiencias de la demanda obrera; además, el trabajador está prácticamente relevado de gran parte de las cargas procesales.  Adicionalmente, la propia Ley Federal del Trabajo le proporciona los medios idóneos de asesoría, representación procesal y defensa de sus intereses, por conducto de la Procuraduría de la Defensa del Trabajo, de asesores jurídicos de Agrupaciones Sindicales, contando, desde luego con la posibilidad de recibir  la asesoría de abogados particulares. De lo anterior cabe concluir  que resulta excesiva la propuesta de redacción del artículo 77, del Proyecto de la Nueva Ley de Amparo  por lo que se refiere a la suplencia de la deficiencia de la queja en materia laboral. 

En efecto, la protección brindada al trabajador en la Ley Federal del Trabajo hace innecesario que se contemple la posibilidad de que opere la Suplencia de la Queja Deficiente en Materia laboral, aún ante la ausencia de conceptos de violación o agravios, ya que el trabajador  esta en aptitud de contar con la asesoría y representación adecuada en los términos antes expuestos, por lo menos a nivel normativo.  En  todo caso lo que resulta deficiente es la aplicación de las disposiciones correspondientes de la legislación laboral, defecto que debe corregirse en lugar de estimar que una mera reforma legal lograra garantizar una adecuada defensa del trabajador. Luego entonces, desde nuestro punto de vista  resulta  excesiva la protección que se pretende con la propuesta de redacción del artículo 77 del proyecto de ley.

En los términos redactados la propuesta resulta  en una inequidad procesal excesiva,  que gravemente desequilibra el proceso y puede ser fuente de   injusticias, ya que no es lo mismo que se suplan deficiencias en los conceptos de violación o agravios hechos valer en una demanda de amparo por el trabajador, a que aún ante la ausencia de estos, los tribunales de amparo deban suplirlos en su totalidad. En  este último caso bastaría que un trabajador presente una demanda ante las autoridades laborales, aunque sea obscura, irregular e incompleta, para que, aún después de la suplencia por parte de las junta laborales, todavía los tribunales de amparo “deban subsanar” todas las obscuridades, irregularidades y omisiones no contempladas por la autoridad laboral. Lo que equivaldría a que dichos tribunales  fungieran como defensores de oficio de los trabajadores, quienes de origen en la Ley Laboral ya cuentan con la posibilidad de ser asesorados por su Sindicato, la Procuraduría de la Defensa del Trabajo y de ser suplidos en su demanda deficiente por la autoridad laboral, la cual además deberá resolver atendiendo al criterio más favorable para el trabajador. Si en adición a lo anterior el desequilibrio procesal  reiterado en la Ley de Amparo a pesar de que en este juicio ya no es el patrón la contraparte del trabajador sin la autoridad laboral, la situación, insistimos resulta  excesiva, carente de una verdadera connotación de interés social pues ya no tiene como propósito el inicial de equilibrar los medios de producción, sino por el contrario, violatoria de la más elemental garantía de audiencia consignada en el artículo 14 constitucional, ya que en contra de los argumentos que deriven de la suplencia absoluta del tribunal ante la ausencia de conceptos de violación del trabajador, no podrá utilizar argumento alguno el patrón, ni mucho menos ser oído y vencido en juicio.     

CONCLUSIONES Y PROPUESTA FINAL

Si bien se reconoce que la suplencia de la queja surgió como una forma de atemperar el principio de estricto derecho, que rige a nuestro juicio de amparo en virtud de que, como han apuntado grandes juristas de la talla del Ministro Juventino V. Castro y Felipe Tena Ramírez, dicho principio provoca que "la decisión judicial en mucho dependa de la perspicacia jurídica de los abogados o de la torpeza de sus patrocinadores" convirtiéndolo en un "formulismo inhumano y victimario de la justicia", hoy por hoy, dicha suplencia es escudo de abogados ineptos hasta poco honestos.

En efecto, tras veinte años de que la suplencia de la queja fue prevista en el artículo 107 constitucional
 con carácter obligatorio, estimamos que el otro lado de la moneda ha resultado verdadero, como ya apuntaba el Maestro Ignacio Burgoa,
 en su libro El Juicio de Amparo, "el efecto práctico del uso indiscriminado de  la suplencia de la queja se ha traducido en la indolencia y apatía de algunos abogados quienes se cobijan en la esperanza", muchas veces satisfecha por nuestros funcionarios judiciales "de encontrar un juzgador diligente, acucioso o movido de buena voluntad y simpatía, que en la sentencia tome a su cargo el trabajo de formular a guisa de considerados, los conceptos de violación omitidos o torpe o deficientemente desarrollados".

Si bien reconocemos que las causas que motivaron al legislador a prescribir la suplencia de la queja en el juicio de amparo (la protección de las clases económicamente desfavorecidas: obrero, campesinos, menores de edad, indiciados, que en muchas ocasiones no pueden allegarse la representación legal adecuada) aún persiste, consideramos que la excepción al principio de estricto derecho no ha sido, cuando menos en todos los casos, la solución idónea.. 
 La verdadera solución consiste en unir esfuerzos para elevar la calidad de la abogacía en nuestro país y sobretodo la de la defensa de los justiciables a través de mecanismos como la representación legal certificada
, la colegiación obligatoria o bien a través de los medios que ya prevé la Ley Federal del Trabajo, tales como los Sindicatos, la Procuraduría de la Defensa del Trabajo.

En este contexto, estimamos necesario una limitación a la excepción de la suplencia de la queja, que restituya en la medida de lo posible, el principio de igualdad procesal, al no obligar al juzgador a alterar la litis del juicio constitucional, convirtiéndose en juez y parte; pues esta excepción ha resultado escudo de ineficiencias y faltas de profesionalismo de muchos litigantes. Por ello , estimamos que sería conveniente devolverle el carácter discrecional a esta facultad a fin de que sólo en aquellos casos en que el juez perciba una grave omisión que colocará al quejoso en estado de indefensión , supla la deficiencia.

Ahora bien, por lo que toca al ámbito del derecho laboral, en adición a lo hasta aquí expuesto, estimamos que la suplencia de la queja para el trabajador, en materia de amparo resulta excesiva; en virtud de que toda la regulación en materia del trabajo tiene como propósito, precisamente, la protección de esta clase social. En efecto, desde la redacción del artículo 123 constitucional y con la promulgación de la Ley Federal del Trabajo de 1970, esta rama del ordenamiento jurídico mexicano ha sido catalogada como derecho social, cuyo objetivo primordial, como ya lo hemos apuntado,  es lograr la igualdad material de los mexicanos, a través de la protección de los trabajadores frente al capital. El derecho del trabajo constituye, como señalaba el maestro Trueba Urbina, "un estatuto proteccionista y reivindicador del trabajador".

Este espíritu de protección y defensa del trabajador, también se encuentra en el proceso laboral, así lo apunta Trueba Urbina al señalar que corresponde a las Juntas de Conciliación y Arbitraje corregir y subsanar las demandas omisas o defectuosas de los  trabajadores así como reivindicar sus derechos en el laudo:

"Las Juntas de Conciliación y Arbitraje están obligadas a redimir a la clase trabajadora supliendo sus quejas o reclamaciones defectuosas".

En la misma línea el jurista Néstor de Buen distingue, entre los principios que rigen el derecho laboral, el de la interpretación, consistente en que las Juntas de Conciliación y Arbitraje deberán procurar que sus interpretaciones legales contribuyan  a los fines de la justicia social, la igualdad y la libertad de todos los trabajadores".

Si, como ha quedado apuntado en los párrafos precedentes, la legislación laboral, tanto en la parte sustantiva, como en la adjetiva, tiene como objeto la protección y reivindicación de la clase obrera, resulta un tanto excesivo que tal situación se reitere en el juicio de amparo. El derecho procesal laboral ha privilegiado a una  de las partes en el juicio laboral haciendo del juzgador un defensor del trabajador, por estimar que tal situación es necesaria para lograr una justicia social, ello es plenamente justificable; sin embargo, el fin del juicio de amparo es diverso, e incluso la contraparte del quejoso- obrero ya no es el patrón, sino una autoridad que, en no pocas ocasiones, es precisamente la Junta de Conciliación y Arbitraje; por lo tanto tal desequilibrio entre las partes en el juicio ya no encuentra fundamento en la reivindicación de la clase obrera.

En virtud de todo lo hasta aquí expuesto es que proponemos sea desechada la propuesta de redacción del texto del artículo 77 el Proyecto de la Nueva de Ley de Amparo, en cuanto a que tal suplencia opere aún ante la ausencia de conceptos de violación o agravios del trabajador. Lo anterior en virtud de estimar que el problema de la inadecuada defensa de los trabajadores no debe ser resuelta a través de imponerle al juzgador, adicionalmente a todas sus responsabilidades, actuar como abogado del trabajador, salvo casos extremos. Por el contrario estimamos que un fortalecimiento de los organismos de defensa social a fin de garantizar una adecuada representación del trabajador en los juicios, es el medio idóneo y no el violentar la equidad procesal de forma tan extrema, como resulta la de imponer al juzgador la obligación de suplir la deficiencia, aun ante la ausencia de conceptos de violación y agravios.  

Mérida, Yucatán, México.

Abog. Absalón Alvarez Escalante, M.D.

Director de la Escuela de Derecho

Universidad del Mayab.

Propuestas para una Nueva Ley de Amparo

Maestra. Ana Elena Fierro Ferráez

Profesor de la Escuela de Derecho

Universidad del Mayab

Certificación de la Representación Legal en el Juicio de Amparo.

A) Consideraciones de la Aportación

A partir de la Reforma Judicial de 1994 el Poder Judicial de la Federación ha invertido enormes esfuerzos en lograr que los jueces y magistrados, así como los demás integrantes de la carrera judicial, sean personas probas, de gran profesionalismo; todo ello con el propósito de mejorar nuestro sistema de impartición de justicia.  Sin embargo, esta loable meta no puede ser cabalmente satisfecha a menos de  que todos los agentes involucrados en el juicio y no sólo los juzgadores se rijan por los mismos principios. 

La enorme complejidad de las controversias jurídicas actuales, en especial las de algunos de los juicios de amparo,  ha provocado que en casi la totalidad de los asuntos las partes involucradas requieran de asesoría legal. Hoy por hoy, resulta indispensable que tanto los representantes de las partes, como los representantes de los terceros involucrados en el litigio actúen con profesionalismo y honradez.  La gran trascendencia del juicio de amparo como el protector de las garantías individuales y del estado de derecho, hace imperioso que no únicamente los jueces, sino también los abogados de las partes cuenten con los conocimientos, experiencia y honestidad necesarios para que la verdadera justicia, pronta y expedita sea una realidad en nuestro país, ya que el resultado del proceso depende de la adecuada labor de todos los agentes que forman parte del juicio y no sólo del juzgador y su equipo.

La necesidad de elevar la calidad de la abogacía  ha sido tema de preocupación y análisis de muchos juristas, incluso el Ministro Presidente de la Corte  Génaro David Góngora Pimentel, quien ha externado la necesidad de elevar la calidad de la preparación de los abogados mexicanos.
 En el caso del juicio del amparo es imperioso combatir a los “coyotes” y a los seudoabogados que se sirven de la chicana y el abuso del amparo para retardar la justicia y, en no pocas ocasiones, para sangrar al justiciable. Ello ha llevado a algunos doctrinarios a proponer la colegiación obligatoria como una solución, desgraciadamente, tal iniciativa no ha encontrado eco en la comunidad jurídica. En consecuencia,  en los párrafos subsiguientes se plantea una nueva redacción para el artículo 4 de la Ley de Amparo cuyo objeto es que, cuando menos, en el juicio de garantías las partes cuenten con la adecuada representación  legal que les garantice la  defensa de sus intereses.

La propuesta consiste en que la Nueva Ley de Amparo prevea que los quejosos y los terceros perjudicados deben actuar forzosamente a través de un representante legal. Los abogados que deseen ser representantes ante el Poder Judicial de la Federación deberán contar con un certificado expedido por la Suprema Corte de Justicia o el órgano del Poder Judicial de la Federación que ella designe, previa aprobación de los exámenes de aptitud con los que se acredite que cuentan con los conocimientos y capacidades necesarias. Para aquellas personas que no posean  los recursos para cubrir los servicios de un representante legal se asignará un defensor público o asesor jurídico en términos de los previstos por los artículos 1, 2, 3 y 4 de la Ley Federal de Defensoría Pública. Los  servicios de la Defensoría Pública, conforme lo señala el artículo segundo, son  gratuitos, se rigen por los principios de probidad, honradez y  profesionalismo y su objetivo principal es  proveer  a personas de escasos recursos de una representación legal que salvaguarde sus intereses fundamentales en los procedimientos, sobretodo los de naturaleza penal.
 

Con esta medida se elevará la calidad de la substanciación del juicio, permitiendo al juzgador y a su equipo trabajar con mayor prontitud y  profundizar en la resolución de los asuntos. Con ello se busca acabar con  la inadecuada defensa  que en no pocas ocasiones provoca que los funcionarios judiciales dediquen buena parte de su tiempo a descifrar y luego a tratar de enmendar las promociones de algunos postulantes.

B) Título, Capitulo de la Ley de Amparo Actual

TITULO I
REGLAS GENERALES

CAPÍTULO II De la Capacidad y Personalidad

Texto original

Artículo 4. El juicio de amparo únicamente puede promoverse por la parte a quien perjudique la ley, el tratado internacional, el reglamento o cualquier otro acto que se reclame, pudiendo hacerlo por sí, por su representante, por su defensor o si se trata de un acto que corresponda a una causa penal por medio de un pariente o persona extraña en los casos en que esta ley lo permite expresamente y sólo podrá seguirse por el agraviado, por su representante legal o por su defensor.

· Para el artículo  12,  se propone  sólo una reforma cambiando la palabra “podrán” por “deberán”. 

· Las excepciones que la actual Ley de Amparo señala para el caso de menores (artículo 6) y para los actos que importen peligro de la vida, libertad personal, deportación destierro o los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal (artículo 17) quedarían intactos  aplicándose en todos los  casos lo previsto por el  artículo 4 y siguientes  que se proponen a continuación.

· Los artículos 8 y 20 de la actual Ley de Amparo deberán  derogarse, pues los supuestos que en ellos  se contemplan (quejosos personas morales o plurales) quedarán incluidos en la nueva redacción del  artículo 4 y siguientes, al prever la representación legal obligatoria.

C) Redacción resultante 

Capitulo II. De la Capacidad, Personalidad y Representación en el Juicio de Amparo

Artículo 4. El juicio de amparo únicamente puede promoverse conforme a las siguientes disposiciones:

I.  Sólo puede promoverse por la persona o personas, física o moral privada a quien perjudique la ley, el tratado internacional, el reglamento o cualquier otro acto que se reclame;

II.  El juicio de amparo únicamente podrá promoverse  a través de un representante legal certificado para litigar ante el Poder Judicial de la Federación, o por un defensor público o asesor jurídico  conforme a lo estipulado por  la Ley de la Defensoría Pública del Fuero Federal;

III.  Si el agraviado no cuenta con la representación adecuada el órgano jurisdiccional tomará las providencias necesarias a fin de que se le asigne un defensor público  o asesor jurídico  según sea el caso.

Después del artículo 5 en el que se definen las partes en el juicio de amparo deberá agregarse un artículo en el que también se prevea la representación legal forzosa para el o los  terceros perjudicados.

Artículo 5bis. La representación legal forzosa es también aplicable para el  tercero perjudicado en términos de lo previsto por los artículos 4 y 5. Si el tercero perjudicado no cuenta con la representación adecuada el órgano jurisdiccional tomará las providencias necesarias a fin de que se le asigne un defensor público  o asesor jurídico  según sea el caso.

Propuesta de redacción de los artículos que regulen os exámenes de aptitud para quienes deseen contar con el certificado de litigante ante el Poder Judicial de la Federación.

 A fin de garantizar  el profesionalismo, capacidad y honestidad de  los representantes legales de los justiciables, en el juicio de amparo, será conveniente que la ley prevea los requisitos que deberán satisfacer, con tal propósito se propone agregar a la Nueva Ley de Amparo los siguientes artículos:

Artículo A. Para comparecer como representante legal en los juicios de amparo se requiere contar con el certificado correspondiente expedido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, él que deberá refrendar cada cinco años.

Artículo B. Para contar con el certificado de representante legal ante el Poder Judicial de la Federación se requiere:

I.  Ser ciudadano mexicano en ejercicio de sus derechos;

II.  Ser licenciado en derecho con cédula profesional expedida por la Secretaría de Educación Pública; 

III.  Tener cuando menos dos años de práctica profesional;

IV.  Gozar de buena fama y solvencia moral;

V.  No haber sido condenado por delito doloso con sanción privativa de la libertad mayor de un año;

VI.  Aprobar los exámenes de aptitud que señale la Suprema Corte de Justicia;

VII.  Los demás requisitos que la Suprema Corte de Justicia estime pertinentes, siempre que consten en Acuerdos Generales emitidos con seis meses de anticipación a la fecha de la práctica de los exámenes.

Artículo C. El certificado de representante legal será refrendando por la Suprema Corte de Justicia de la Nación cada cinco años, previo análisis del desempeño del abogado litigante.

Reformas a otros artículos a fin de que sean congruentes con el artículo 4 propuesto 

Artículo 6.  El menor de edad podrá pedir amparo... el juez sin perjuicio de dictar las providencias urgentes le nombrará un representante especial para que intervenga en el juicio, conforme a lo establecido en el artículo cuarto.

Si el menor hubiere cumplido catorce años podrá hacer la designación del representante en el escrito de demanda, quien deberá contar con la certificación para litigar ante el Poder Judicial de la Federación.

Artículo 12.  En los casos no previstos...

Tanto el agraviado como el tercero perjudicado deberán constituir apoderado para que los represente en el juicio de amparo...
Artículo 17. Cuando se trate de actos que importen peligro...si el interesado la ratifica se tramitará el juicio, en el mismo acto deberá nombrar un representante legal en términos del artículo 4 de la presente ley.

NOTA:

Cabe apuntar que la propuesta  de someter a los litigantes a pruebas  de aptitud y conocimiento tiene en cuenta el hecho de  que estructuras similares ya están previstas en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación para el ingreso y ascenso en la carrera judicial, a través de los exámenes de aptitud y oposición, por lo que se estima que la infraestructura y organización de esos procedimientos bien puede ser aprovechadas en  los exámenes para la certificación de los litigantes.

ANA ELENA FIERRO FERRAEZ
TITULO: PRIMERO

CAPITULO: III

ARTICULO: 18

TEMA NUMERO 1. DISPOSICIONES FUNDAMENTALES:

PROPOSITO: INCLUIR COMO DIA INHABIL PARA LA SUBSTANCIACION  DEL JUICIO DE AMPARO  AQUELLOS EN QUE SE SUSPENDAN LAS LABORES POR DISPOSICION DEL PROPIO ORGANO JURISDICCIONAL EN QUE SE TRAMITA EL PROCEDIMIENTO

1. El artículo  18 del cuerpo normativo de que se trata, en lo que al caso interesa, dice:

“Artículo 18.  Son días hábiles ...  todos los del año,  con excepción de los  ... , así como aquellos en que por disposición del la Suprema Corte de Justicia de la Nación o del Consejo de la Judicatura Federal se suspendan las labores en el órgano jurisdiccional ante el cual se tramite el juicio de amparo, o cuando no pueda funcionar por causas de fuerza mayor.”

OPINIÓN:

En mi opinión debe agregarse como día inhábil aquel en que es el propio órgano jurisdiccional ante el cual se tramita el juicio de amparo quien acordó la suspensión de labores.

ALCANCES ESPERADOS CON LA PROPUESTA: AGREGAR UN SUPUESTO MAS PARA CALIFICAR COMO INHABIL UNA DETERMINADA FECHA.

ATENTAMENTE,

LIC. JORGE MARIO MONTELLANO DIAZ.

MAGISTRADO DE CIRCUITO.

TITULO: PRIMERO

CAPITULO:  IV

ARTICULO: 23, SEGUNDO PÁRRAFO, PARTE FINAL.

TEMA NUMERO 1. DISPOSICIONES FUNDAMENTALES:

PROPOSITO: QUE SE PERMITA AL AUTORIZADO EN LAS MATERIAS LABORAL Y AGRARIA CONTAR CON LAS FACULTADES A QUE SE REFIERE ESTE PRECEPTO SIN REQUERIR JUSTIFICAR QUE ES PROFESIONAL EN DERECHO.

1. El artículo 23, segundo párrafo, del cuerpo normativo de que se trata, en lo que al caso interesa, dice:

“Artículo 23. ...   El agraviado y el tercero perjudicado podrán autorizar para oír notificaciones en su nombre a cualquier persona con capacidad legal, quien quedará facultada para ... . En las materias civil, mercantil, laboral o administrativa, la persona autorizada conforme a la primera parte de este párrafo, deberá acreditar encontrarse legalmente autorizada para ejercer la profesión de abogado, ...”

OPINIÓN:

Considero que no es correcto exigir en las materias laboral y agraria que el autorizado sea un profesional en Derecho a efecto de que pueda contar con las facultades a que se refiere la primera parte del segundo párrafo del artículo que se comenta, con base en las siguientes consideraciones:

1. Por lo que toca a la materia laboral:  Ordinariamente la parte débil en estos conflictos lo es la parte obrera. Exigirle en el juicio de amparo, la designación de un profesional en Derecho  para  que pueda contar con un representante con  plenas facultades, se traduce en exigirle, seguramente, más gastos en el procedimiento, lo que redunda en limitarle sus posibilidades de defensa, pues en los casos en que no esté en posibilidad de solventar ese gasto podrá contar con autorizado para oír notificaciones, pero este autorizado no va a contar con plenas facultades, lo que sin duda,  por lo menos, va a dificultar la defensa de los intereses del quejoso.

Lo anterior sin perjuicio de que estas consecuencias las puede sufrir también la parte patronal, quien no forzosamente es siempre la parte más poderosa en el juicio laboral. 

2. En lo que atañe a la materia agraria, cabe referir:

En primer lugar, que el precepto que se comenta, no se refiere específicamente al amparo en esta materia, sin embargo, se refiere a la materia administrativa, que es el género a que corresponde la materia agraria y, por este motivo, no va a faltar quien asegure que está comprendida en ella.

Por tanto, si la intención es solamente exigir el requisito de que se trata en los casos en que se trata de un juicio de amparo en materia específicamente administrativa con exclusión de la agraria, que así se haga notar.

En caso contrario, es decir, para el supuesto de que se pretenda exigir también en la materia específicamente agraria, que el autorizado cuente con la autorización que se señala, para el efecto de que pueda ejercer las facultades correspondientes, considero que eso es indebido pues, además de las razones expresadas en el apartado que antecede, debe considerarse que debido a la situación de marginación geográfica en que se encuentran la gran mayoría de las personas que intervienen como partes en un juicio agrario, que les impide atender personalmente el trámite de ese tipo de negocios, cualquier requisito o condición,  por nimio que sea, que se señale para la actuación de sus representantes, en la práctica se puede traducir en  una dificultad que afecte gravemente sus posibilidades de defensa en el procedimiento que, para orgullo del Derecho Mexicano, precisamente, está creado y regulado para salvaguardar sus garantías de plena defensa.

ALCANCES ESPERADOS CON LA PROPUESTA: Que no se exija en los juicios de amparo en materias laboral y agraria que el autorizado para oír notificaciones sea un profesional en Derecho a efecto de que esté en posibilidad de contar con las facultades a que se refiere el precepto que se comenta.

ATENTAMENTE,

LIC. JORGE MARIO MONTELLANO DIAZ.

MAGISTRADO DE CIRCUITO.

MINISTRO HUMBERTO ROMAN PALACIOS

COORDINADOR GENERAL DE LA COMISION DE

ANÁLISIS DE PROPUESTAS PARA UNA NUEVA

LEY DE AMPARO.

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

PINO SUAREZ NUMERO 2. TERCER PISO.

WALDO GUERRERO LAZCARES, con domicilio en la calle nueve sur cuatro mil quinientos catorce interior uno, colonia Prados Agua de la ciudad de Puebla, C.P. 72430; en mi calidad de exjuez de Distrito, exsecretario de estudio y cuenta de la otrora Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación a las órdenes del ilustre Ministro hoy occiso JORGE OLIVERA TORO (Q.P.D.), respetuosa y humildemente me dirijo a usted para felicitarlo por haber concluido los trabajos para una nueva Ley de Amparo como Coordinador General de esa Comisión.

1. Mi modesta sugerencia consiste en pedir que no se olvide y que siga vigente la forma de pedir amparo en casos urgentes por comparecencia como existía antes, por ejemplo cuando a alguien lo viene persiguiendo la policía y se introduce en el local de un Juzgado de Distrito; pues tal circunstancia todavía tiene vigencia en el medio rural o en ciudades del norte de la república. También la forma de pedir amparo por telegrama.

2. En el caso del emplazamiento a los terceros interesados que los edictos se publiquen en los periódicos locales cuyo costo es de menor cuantía que los periódicos de circulación nacional, cuando se ignora el domicilio pero que se agote previamente la investigación.

3. Si ya se establece un término para el amparo directo en materia penal, que se clarifique si existe o no término para promover el amparo contra el auto de formal prisión, para que no sucedan errores sobre el particular. Que se especifique que no hay término.

4. Existen Tribunales que no tienen oficialía común sólo oficialía de partes, por lo que sería conveniente clarificar que éstas también trabajaran hasta las doce de la noche.

5. El nuevo artículo 25 fracción I, inciso e), al final le falta una l para que diga constitucional.

6.  Que para el amparo directo adhesivo (artículo 180) como depende del principal debe haber una fecha exacta para que empiece a correr el término, como sería a partir de que el tercero interesado es emplazado o a partir de que se admite el amparo directo principal. (como en la revisión adhesiva que se presenta ante el tribunal colegiado). Considero que aquí hay una laguna.

7. Obviamente también se requieren reformas a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

8. La nueva ley establece cómo se integra por tres ejecutorias la jurisprudencia de los colegiados y cómo se interrumpe por una en contra pero no se establece para los colegiados cómo se sustituye esa jurisprudencia. Habrá que aclarar que es el mismo sistema establecido para la Suprema Corte.

9. En el capítulo de responsabilidades establecer la queja administrativa y faltan sanciones para los Jueces y Magistrados cuando resuelven con notoria ineptitud, ligereza o contrariamente a las constancias procesales. Aunque esto se encuentra en el Código Penal y la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, considero que la Ley de Amparo debe ser explícita sobre el particular.

10. El segundo párrafo del artículo 264 contiene un párrafo ininteligible que es reproducción del correlativo a la ley vigente. Considero que está expresado en términos negativos y requiere de demasiado esfuerzo mental para desentrañarlo por lo que sería conveniente formularlo en términos positivos y claros, pues habla de la ejecución en forma genérica, vaga e imprecisa. Es decir, le falta claridad.

A T E N T A M E N T E.

PUEBLA, PUE., A 9 DE OCTUBRE DEL AÑO 2000.

LIC. WALDO GUERRERO LAZCARES.
T  E  M  A :
EL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD EN LA NUEVA LEY DE AMPARO, UNA PROPUESTA DE REFORMA CONSTITUCIONAL PARA REDUCIR SU RIGORISMO TECNICO Y ACERCAR EL AMPARO A LOS MEXICANOS.

PONENTE:

MAGISTRADO JOSE ELIAS GALLEGOS BENITEZ

PRESIDENTE DEL SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL

DECIMO SEGUNDO CIRCUITO

COORDINADOR DE LA EXTENSION SINALOA DEL INSTITUTO DE LA JUDICATURA FEDERAL

PLANTEAMIENTO DE LA PROPUESTA.

La proposición que sostengo, se sustenta en la trascendencia del principio de definitividad como pilar fundamental del juicio de amparo; en el esfuerzo legislativo y jurisprudencial para establecer una serie de excepciones al citado principio, en atención a diversos aspectos que originan que su rigorismo se matice; en el obstáculo o inconveniente que ha representado para la generalidad de los gobernados el conocimiento rigoroso y técnico de la ley, que implica el acatamiento a dicho principio; en el distanciamiento que esto origina para que dicho gobernado logre que, mediante el juicio de amparo, los Tribunales del Poder Judicial Federal conozcan de su asunto, y como consecuencia en la opinión generalizada de que el juicio de amparo, debido a esos requisitos técnicos se aleja cada vez más del común de los mexicanos.

Ante tal fenómeno social y jurídico, y en virtud de que el proyecto de nueva Ley de Amparo no ofrece un avance  significativo para satisfacer esa demanda del foro y la ciudadanía, propongo que, sin desproveer al juicio de amparo del principio fundamental de definitividad del acto reclamado, el conocimiento del medio de impugnación que legalmente proceda contra todo acto de autoridad, no se deje a cargo del gobernado, sino se convierta en una garantía constitucional para éste, que puede quedar inmersa en el artículo 14 de la Carta Magna, en el sentido de  que todo acto de autoridad debe contener como requisito la precisión de si es o no impugnable, el recurso procedente, la ley que lo prevé y el plazo que  confiere para ello.

Congruentemente, planteo que la nueva Ley de Amparo podría regular el estudio oficioso y preferente, de la procedencia  del recurso elegido y agotado previamente a la interposición del juicio de garantías, o la procedencia de alguno cuando la autoridad responsable  hubiera sostenida equivocadamente la irecurribilidad del acto autoritario.

I. EL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD. NATURALEZA E IMPORTANCIA TRASCENDENTE EN EL JUICIO DE AMPARO.

Es tal la importancia del principio de definitividad del acto reclamado, en el juicio de amparo, que de ninguna manera puede ser eliminado, por las razones siguientes:

El juicio de amparo constituye un medio extraordinario para invalidar los actos de autoridad conculcatorios de garantías individuales, es un procedimiento extraordinario sui generis, con características propias y diverso por ello, de  las que se dan en los recursos y en la jurisdicción ordinaria, tal como lo explica con singular claridad el Ministro Arturo Serrano Robles.

Lo anterior justifica el motivo por el cual, su estructura se funda en diversos principios o postulados básicos que lo distinguen de los restantes medios legales de defensa común. Dichos principios generales del juicio de amparo, se encuentran previstos en el artículo 107 de la Constitución General de la República, entre los que se encuentra el de definitividad, que tiene por objeto restringir la procedencia de la acción constitucional.

En efecto, el principio de definitividad del juicio de amparo, obliga al quejoso a agotar previamente a su interposición, los recursos ordinarios o medios de defensa legales que la ley que rige el acto reclamado establece para modificarlo, revocarlo o nulificarlo, pues como ya se dijo, el juicio de garantías se concibió como un medio extraordinario de defensa, lo que significa que sólo procede en casos excepcionales, como lo son, entre otros, aquellos que ya no son susceptibles de ser revisados a través de los citados recursos o medios de defensa ordinarios.

Por consiguiente, si existiera la posibilidad de entablar simultánea o potestativamente un recurso ordinario y el juicio de amparo para impugnar un acto de autoridad, con evidencia se desnaturalizaría la índole jurídica del segundo, al considerarlo como  un medio común de defensa. 

Ignacio Burgoa, con acierto señala que, si el amparo es el arma jurídica suprema de que dispone la persona para proteger sus derechos fundamentales contra la actuación inconstitucional e ilegal de las autoridades del estado, si su ejercicio provoca la realización de las más altas funciones jurisdiccionales desplegadas por los tribunales federales, es lógico que, antes de intentarlo, se deduzcan por el interesado todos aquellos medios comunes u ordinarios de invalidación del acto reclamado que sólo se ataca directamente, en su origen, en sí mismo, por nuestra institución controladora, cuando la legislación que lo norma no brinda al afectado ningún medio legal de reparación.

Al respecto el Ministro Arturo Serrano Robles, indica que en esto precisamente estriba el principio de definitividad que rige en el juicio de garantías, que hace procedente al juicio únicamente respecto de actos definitivos, esto es, que no sean susceptibles de modificación y de invalidación por recurso ordinario alguno
 

II. EXCEPCIONES AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD. 

El legislador, atento al rigorismo que implicaría aplicar indiscriminadamente el principio de definitividad ha establecido diversas excepciones, tomando en cuenta diversos factores. Así el propio artículo 107 constitucional, prevé diversos supuestos de excepción. 

Para esclarecer lo anterior, conviene acudir a la interpretación literal y teleológica del artículo 107 de la Constitución General de la República, concretamente en sus fracciones III, IV, VII y XII.

Del examen integral de las fracciones aludidas, se advierte que el juicio de amparo ante Juez de Distrito procede cuando se reclaman:

A) Actos de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo:

I. Cuya ejecución sea de imposible reparación;

II. Fuera de juicio o después de concluido, una vez agotados los recursos ordinarios procedentes; y

III. Que afecten a personas extrañas al juicio.

B) Actos o resoluciones dictadas por autoridades distintas de los tribunales judiciales, administrativos o del trabajo que, además de los casos señalados en los numerales I a III que anteceden, causen un agravio no reparable mediante algún recurso, juicio o medio de defensa legal, siempre que para la suspensión del acto reclamado no se exijan mayores requisitos que los que para tal efecto prevé la Ley de Amparo.

C) Actos que importan una violación a las garantías consagradas por los artículos 16, en materia penal, 19 y 20 de la Constitución General de la República.

Ahora bien, la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 Constitucionales, además de los antes señalados, prevé otros supuestos de excepción al principio de definitividad en el juicio de amparo indirecto.

En efecto, los artículos 37, 73, fracciones XII, XIII y XV y 114 de la Ley de Amparo, se regula dicho principio.

De la interpretación armónica de los preceptos legales antes transcritos, se advierte que el juicio de amparo ante Juez de Distrito procede cuando se reclaman:

A) Leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos, decretos o acuerdos de observancia general. En estos casos cuando se reclaman con motivo del primer acto de aplicación, es optativo para el gobernado agotar los medios ordinarios de defensa que proceden en contra de éste, previamente a la interposición del juicio de garantías.

B) Actos de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo:

I. Cuya ejecución sea de imposible reparación;

II. Fuera de juicio o después de concluido, una vez agotados los recursos ordinarios procedentes. Si se trata de actos de ejecución de sentencia o de remates, sólo se podrá promover contra la última resolución pronunciada en el procedimiento respectivo;

III. Que importa peligro de la privación de la vida, deportación o destierro o cualquiera de los actos prohibidos por el artículo 22 constitucional, como lo son entre otros, las multas excesivas y las penas inusitadas y trascendentales;

C) Actos que afecten a personas extrañas al juicio o procedimiento.

D) Actos o resoluciones dictadas por autoridades distintas de los tribunales judiciales, administrativos o del trabajo que ya no puedan ser modificadas por algún recurso, juicio o medio de defensa legal, salvo que la interposición de éstos no suspenda los efectos del acto reclamado o se exijan mayores requisitos que los que para tal efecto prevé la Ley de Amparo; o bien, cuando el acto impugnado carezca de fundamentación.

En estos casos, si el acto reclamado emana de un procedimiento seguido en forma de juicio, el amparo sólo procede en contra de la resolución definitiva, con las salvedades anteriores.

E) Actos que importan una violación a las garantías consagradas por los artículos 16, en materia penal, 19 y 20 de la Constitución General de la República.

De lo antes señalado, se desprende que conforme a la Ley de Amparo, además de los casos previstos por la Constitución General de la República, en el juicio de amparo indirecto, no existe la obligación de agotar los recursos ordinarios o medios de defensa legales que prevé la ley que rige el acto reclamado, previamente a la interposición del juicio de garantías, cuando el acto reclamado: 

- Se impugna con motivo del primer acto de aplicación de una ley que se estima es inconstitucional;

- No es susceptible de suspenderse con la interposición de los recursos o medios legales de defensa ordinarios que proceden en su contra;

- Importa peligro de la privación de la vida, deportación o destierro o cualquiera de los actos prohibidos por el artículo 22 constitucional, como lo son entre otros, las multas excesivas y las penas inusitadas y trascendentales;

- Carece de fundamentación.

Por último, es de señalarse que además de las excepciones al principio de definitividad que han quedado señaladas, existen otras que derivan de los criterios jurisprudenciales emitidos por los Tribunales del Poder Judicial de la Federación.

Ciertamente, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia, emitió la jurisprudencia 449, consultable actualmente, en la página 298 del Tomo VI, del Apéndice correspondiente al año de mil novecientos noventa y cinco, Séptima Época, que es del tenor siguiente:

"RECURSOS ORDINARIOS. NO ES NECESARIO AGOTARLOS CUANDO UNICAMENTE SE ADUCEN VIOLACIONES DIRECTAS A LA CONSTITUCIÓN. En principio un juicio de garantías es improcedente y debe ser sobreseído cuando la parte quejosa no hace valer, previamente a la promoción de dicho juicio, los recursos ordinarios que establezca la ley del acto, pues entre los principios fundamentales en que se sustenta el juicio constitucional se haya el de definitividad, según el cual este juicio, que es un medio extraordinario de defensa, sólo será procedente, salvo los casos de excepción que la misma Constitución y la Ley de Amparo precisan, y, con base en ambas, esta Suprema Corte en su jurisprudencia, cuando se hayan agotado previamente los recursos que la ley del acto haya instituido precisamente para la impugnación de éste. Como una de las excepciones de referencia, esta Suprema Corte ha establecido la que se actualiza cuando el acto reclamado carece de fundamentación y motivación, ya que no instituirla significaría dejar al quejoso en estado de indefensión, porque precisamente esas carencias (falta absoluta de fundamentación y motivación) le impedirían hacer valer el recurso idóneo para atacar dicho acto, pues el desconocimiento de los motivos y fundamentos de éste no le permitirían impugnarlo mediante un recurso ordinario. Empero, no hay razón para pretender que, por el hecho de que en la demanda de garantías se aduzca, al lado de violaciones a garantías de legalidad por estimar que se vulneraron preceptos de leyes secundarias, violación a la garantía de audiencia, no deba agotarse el recurso ordinario, puesto que, mediante éste, cuya interposición priva de definitividad al acto recurrido, el afectado puede ser oído con la amplitud que la garantía de audiencia persigue, ya que tiene la oportunidad de expresar sus defensas y de aportar las pruebas legalmente procedentes. En cambio, cuando únicamente se aduce la violación de la garantía de audiencia, no es obligatorio, para el afectado, hacer valer recurso alguno. El quejoso debe, pues, antes de promover el juicio de garantías, agotar el recurso establecido por la ley de la materia, pues la circunstancia de que en la demanda de amparo se haga referencia a violaciones de preceptos constitucionales no releva al afectado de la obligación de agotar, en los casos en que proceda, los recursos que estatuye la ley ordinaria que estima también infringida, pues de lo contrario imperaría el arbitrio del quejoso, quien, por el solo hecho de señalar violaciones a la Carta Magna, podría optar entre acudir directamente al juicio de amparo o agotar los medios ordinarios de defensa que la ley secundaria establezca."

De la transcripción anterior, se advierte que la Segunda Sala de este Alto Tribunal, determinó que no existe la obligación de agotar los medios ordinarios de defensa, cuando en la demanda de amparo se alegan únicamente violaciones directas a la Constitución General de la República; pues si se acude al juicio de garantías por estimar que se vulneraron diversos preceptos legales y que por tal motivo se violaron garantías individuales, entonces sí existe la obligación de agotar el principio de definitividad.

Se estima importante señalar, que el criterio jurisprudencial antes transcrito, motivó que en la Ley de Amparo se regulara la falta de fundamentación del acto reclamado, como una excepción más al principio de definitividad, lo cual se materializó con la adición que se realizó a la fracción XV del artículo 73 del ordenamiento legal en cita, mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el cinco de enero de mil novecientos ochenta y ocho. 

Asimismo, el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, emitió la jurisprudencia I.3o.A. J/28, visible a fojas 109 del Tomo VIII, correspondiente al mes de octubre de mil novecientos noventa y uno, del Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, que a la letra se lee:

"RECURSOS ADMINISTRATIVOS. EXCEPCION AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD CUANDO DICHOS MEDIOS DE DEFENSA SE ENCUENTRAN PREVISTOS EN UN REGLAMENTO ADMINISTRATIVO Y NO EN LA LEY QUE ESTE REGLAMENTA. ARTICULO 23 DE LA LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACION. En atención al criterio de definitividad contenido en el artículo 23 de la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la Federación, como condición para hacer del conocimiento de las Salas Regionales del Tribunal Fiscal de la Federación una causa de anulación en contra de resoluciones de índole administrativa, es menester ineludible que contra las mismas no haya otro medio de defensa en favor de los particulares que pueda modificar, confirmar o revocar el acto cuya nulidad se demanda o que, habiéndolo, éste sea de ejercicio opcional para los afectados. Dichos medios de defensa o recursos administrativos son los distintos procedimientos establecidos en ley para obtener que la administración, en sede administrativa, revise un acto y lo confirme, modifique o revoque. Una de las características principales de tales medios de impugnación lo constituye el hecho de que su existencia se encuentre específicamente determinada en una ley, condición de eficacia para que su observancia vincule a los gobernados, de ahí que no habrá recurso administrativo sin ley que lo autorice acorde a los lineamientos que sobre esta particular cuestión ha establecido la legislación positiva mexicana (verbigracia, el texto de la fracción XIII del artículo 73 de la Ley de Amparo, acorde al inciso b) de la fracción V del artículo 107 constitucional) cuando el invocado numeral reputa como resoluciones definitivas a aquellas que no admitan ya recurso administrativo alguno o que, existiendo éste, sea optativo para el particular interponerlo o no, significa indudablemente que ese medio de defensa ha de estar contenido, precisamente, en un ordenamiento general, imperativo y abstracto, formal y materialmente legislativo, es decir, en una ley emanada del Congreso de la Unión; así, y sólo así, habrá de ser obligatoria su interposición como condición previa para acceder al conocimiento de una causa propuesta ante las Salas Regionales que integran el Tribunal Fiscal de la Federación. Lo anterior no viene a significar, de ningún modo que, indiscriminadamente, todos los recursos ordinarios o medios de defensa contenidos en los diversos reglamentos administrativos carezcan de obligatoriedad respecto de su interposición previa al juicio de nulidad, o en su caso, al juicio de garantías, pues dicha característica cobrará vigencia cuando sea precisamente la ley reglamentada aquel ordenamiento que contemple su existencia y no, cuando es un reglamento administrativo el que, a título propio establece la procedencia de un recurso administrativo. La potestad reglamentaria que deriva de la fracción I del artículo 89 de la Constitución de la República, conferida al titular del Ejecutivo Federal, otorga la facultad a dicho órgano para que, en el mejor proveer en la esfera administrativa al cumplimiento de las leyes, dicte aquellas normas que faciliten a los particulares la observancia de las mismas, a través de disposiciones generales, imperativas y abstractas (característica en la ley), las que en nuestro sistema jurídico toman el nombre de reglamentos administrativos, teniendo como límites naturales, específicamente, los mismos de las disposiciones que dan cuerpo y materia a la ley que reglamentan, detallando sus hipótesis y supuestos normativos de aplicación, no estando entonces permitido que a través de la facultad reglamentaria, una disposición de esa naturaleza otorgue mayores alcances o imponga distintas limitantes que la propia ley ha de reglamentar, por ejemplo, creando un recurso administrativo cuando la ley que reglamenta nada previene al respecto."

Del texto de la jurisprudencia antes transcrita, se desprende que no existe la obligación de agotar el principio de definitividad antes de acudir al amparo, cuando el recurso o medio de defensa legal, por virtud del cual pueda ser modificado, revocado o nulificado el acto reclamado, se encuentra previsto en un reglamento y la ley que éste reglamenta no contempla la existencia de dicho medio de impugnación; es decir, cuando el reglamento a título propio establece la procedencia del recurso o medio ordinario de defensa.

En ese orden, resulta evidente que además de los casos previstos por la Constitución General de la República y por la Ley de Amparo, tampoco existe la obligación de agotar los medios ordinarios de defensa que proceden en contra del acto reclamado, cuando únicamente se alegan violaciones directas a la Carta Magna, como lo es la relativa a la garantía de audiencia; o bien, cuando dichos medios de defensa se encuentran previstos en un reglamento y en la ley que éste reglamenta, no se encuentra contemplada su existencia. 

En el proyecto de Ley de Amparo reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, elaborada por la Comisión de Análisis de Propuestas para una nueva Ley de Amparo, se advierte que se han recogido y sistematizado las diferentes excepciones al principio de definitividad, señaladas en los párrafos que anteceden.

Por otra parte, no obstante la labor admirable del constituyente, del legislador ordinario y de los Tribunales del Poder Judicial Federal, que con gran atino han establecido por diversas razones, iguales de trascendentes, las excepciones al principio de definitividad del acto reclamado; queda sin embargo un aspecto no menos trascendente e incluso destacadamente importante, en torno a dicho principio, pero relacionado con las consecuencias de su aplicación y su impacto en los gobernados, dado el conocimiento técnico que impone, no solamente de la Ley de Amparo, sino de las diversas leyes que integran  nuestro sistema jurídico.

Este aspecto es digno de ser considerado en este momento en que se vislumbra la posibilidad de una nueva Ley de Amparo, cuyo proyecto deja prácticamente intocado en sus aspectos fundamentales el planteamiento generalizado, al menos en lo relativo al principio de definitividad, de que el juicio de garantías se ha tornado cada vez más técnico y por ello, cada vez más alejado del gobernado.

Por tal razón, me propongo sugerir algunos puntos que podrían eliminar, o al menos reducir las inconvenientes prácticos que la aplicación del principio aludido acarrea, que impactan directamente en la sociedad y se expresa en la opinión pública generalizada.

III. COMPLEJIDAD DEL AMPARO Y EL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD.

Se ha tildado al juicio de amparo como excesivamente formalista, rígido, saturado de tecnicismos que se convierten en la práctica en trampas procesales, en las que los profesionistas que no lo conocen en todos sus aspectos técnicos, tropiezan con sorprendente facilidad.

En esa complejidad juega un papel importante el principio de definitividad, pues se ha considerado que, conjuntamente con el principio de estricto derecho, limitan de modo excesivo la eficacia de este medio de defensa.

Se afirma lo anterior porque si bien es sabido que cualquier persona tiene acceso al amparo, independientemente de su situación económica, no se puede negar que en la práctica común y de acuerdo a la experiencia forense de los jueces y magistrados, sólo tendrán éxito quienes cuenten con la posibilidad de contratar  un abogado capacitado para recorrer con destreza el intrincado laberinto de la mal llamada técnica de amparo, a pesar de las excepciones que legalmente se han impuesto al principio de definitividad del acto reclamada y la llamada suplencia de la queja.

Estas observaciones, substancialmente son tan ciertas, que alejan del alcance del gobernado, del pueblo mexicano, el juicio de amparo; por lo que ningún esfuerzo puede ser considerado suficiente, cuando va dirigido a aliviar, desenredar o aligerar el cúmulo de requisitos técnico-jurídicos que en muchas ocasiones, injustamente se han  dejado solamente a cargo del quejoso.

Por otra parte, es conocido que el juicio de amparo, en su inicio, estaba desprovisto de los numerosos requisitos técnicos con los que actualmente se encuentra rodeado, requisitos que cuando son excesivos, no puede sino considerarse que  son contrarios al espíritu de la Ley de Amparo, protectora de derechos constitucionales.

Así es, por virtud del juicio de amparo, se somete a todos los órganos del estado para actuar conforme al derecho fundamental, es decir, dentro de la órbita competencial que la constitución y la legislación ordinaria les asignan; por tanto, la violación por parte de los órganos del estados a ese principio de juricidad, trae aparejada en un sistema democrático la invalidez de tales actos. 

Por ello, un sistema político que procure un estado de derecho, debe contener no solamente un medio de defensa adecuado que garantice el sometimiento de las autoridades, al respecto de las garantías constitucionales y derechos humanos de la persona, sino además, que ésta tenga siempre a su alcance, sin obstáculos y rigurismos técnicos, dicho medio de defensa, pues de no ser así, sería nugatorio cualquier esfuerzo legislativo para rodear al individuo de garantías, y derechos constitucionales y legales.

Esto es, carecería de sentido que, en un marco constitucional y legal, se establecieran derechos en favor del gobernado y mecanismos legales que garantizaran tales derechos, pero que estos últimos no estuvieran siempre, en todos los casos, al alcance del individuo común, sino solamente de aquellos que conocen a fondo el sistema legal o tengan las posibilidades necesarias de cualquier tipo, para conseguir asesoría de personas doctas en el tema para ir cubriendo los requisitos previos al amparo.

En esa tesitura, debe el legislador, emitir leyes que no solamente sean respetuosas de la evolución histórica y jurídica de nuestras instituciones de defensa de derechos, como son los principios fundamentales que rigen al juicio de amparo, y concretamente el   de definitividad del acto reclamado, sino también que garanticen a todo individuo, hacer uso de tan noble institución, sin mayores requisitos que los estrictamente necesarios, acorde con la naturaleza jurídica de la misma. 

No se trata, pues, que la proliferación de nuevas leyes o reformas a las mismas, constituyan una carga adicional para el mexicano común, y por ende, tenga que adentrarse al conocimiento técnico de las mismas, que dificultan cada vez más la posibilidad de acudir en demanda de amparo contra actos que considere arbitrarios y violatorios de sus derechos fundamentales. 

En diversos precedentes, por impulso del entonces Ministro de ka Suprema Corte de Justicia, Guillermo Guzmán Orozco, se ha pretendido matizar el rigorismo del principio de definitividad, aludiendo a que los recursos, juicios y medios de defensa en general, han sido creados por el legislador para otorgar a los ciudadanos medios legales para facilitar la defensa de sus derechos, por lo tanto al examinar su procedencia, no deben ser tratados con un rigorismo que los convierta en trampas procesales que en vez de facilitar obstaculicen la defensa de tales derechos.

Cito la jurisprudencia sustentada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, durante la séptima época, que dice:

"AMPARO, JUICIO FISCAL Y RECURSOS ADMINISTRATIVOS. PROCEDENCIA EN CASOS DUDOSOS.- Los recursos y medios de defensa legales tienen como finalidad el dar a los afectados la mejor oportunidad legal de defender sus derechos, y no el crear situaciones procesales confusas que vengan a entorpecer la defensa de esos derechos. Por lo que, cuando la procedencia del juicio fiscal o del recurso administrativo elegido por el afectado es dudosa, o cuando su improcedencia no es absolutamente clara, debe oírsele en defensa de sus derechos cuando acude a este medio de defensa. Como también debe oírsele cuando para la protección de sus garantías individuales acude directamente al juicio de amparo, sin agotar un recurso cuya procedencia era dudosa y no absolutamente clara. Pues la protección del orden constitucional y legal es más valiosa, para la conservación del estado de derecho, que los tecnicismos legales que pueden resolver cuestiones ambiguas de procedencia en forma ambivalente. Y es así como deben examinarse los casos de improcedencia, a la luz de los artículos 73, fracciones XIII y XV, de la Ley de Amparo, 190, fracción IV, del Código Fiscal de la Federación, XXII de su Ley Orgánica y demás preceptos legales que establezcan recursos y medios de defensa administrativos. La interpretación contraria entraña el peligro grave para la seguridad jurídica de que tanto entre tanto los tribunales fijan sus criterios y en la medida que se operen cambios en ellos, las personas afectadas vienen a quedar en una situación de inseguridad que las priva del derecho a un correcto proceso legal por razones atribuidas a la obscuridad de la ley, y no a su negligencia inexcusable".

Con un punto de vista de avanzada, el Ministro José de Jesús Gudiño Pelayo ha señalado que las modificaciones a los preceptos constitucionales publicadas en el Diario Oficial el 31 de diciembre de 1994, sólo se ocuparon de los problemas de integración, estructura, funcionamiento y competencias de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Poder Judicial de la Federación, lo cual sin duda reviste gran importancia y trascendencia, pero dejaron a un lado, y aún sigue sin abordarse, un tema esencial para que la reforma judicial posea permeabilidad en todos los extractos de la judicatura y no sólo se quede estancada en los superiores y puede traducirse en beneficio concretos a los justiciables, que es en última instancia lo que importa.

Enseguida, con especial énfasis el Ministro señala: "Este tema, aún pendiente, es el relativo a la simplificación de los procedimientos sobre todo referido al amparo. El problema no es sencillo, ni puede resolverse sólo suprimiendo trámites y requisitos. ¡Ojalá fuera lo único!" 

Es preciso recordar que el amparo tiene un papel esencial e insustituible en nuestro estado de derecho, y que la mejor manera de garantizar la paz y la tranquilidad social es fomentar que los particulares recurran a los tribunales a dirimir sus controversias, sobre todo las que tengan con las autoridades, pues son estos litigios la materia del amparo.

Para lograr este propósito, no existe otro camino que establecer procedimientos sencillos, ágiles, y jueces que gocen de la confianza de los justiciables, porque se les considere imparciales, honestos y doctos.

Cuando el particular no entiende con claridad la razón por la que perdió, aunque se le repita toda la técnica del amparo, de cualquier manera responsabilizará al juez de su fracaso, atribuyéndole falta de imparcialidad, de honestidad o de ciencia, por ello incluso la credibilidad de los jueces dependerá de la sencillez y agilidad de los procedimientos que manejen.

Sin embargo, una razón que influye en la creciente complejidad del amparo, es un legítimo deseo de frenar o, por lo menos desalentar, lo que se conoce como el abuso del amparo, pues no puede desconocerse que el amparo ha sido utilizado no solamente para proteger derechos o combatir actos arbitrarios, sino también para dilatar  procedimientos, entorpeciendo la administración de justicia.

Sólo que bajo ninguna circunstancia se justifica que la gran mayoría de los gobernados  paguen las consecuencias de ese obrar desleal de algunos cuantos,  desalentando u obstaculizando la utilización del juicio de amparo.

“IV. UNA PROPUESTA DE REFORMA A LA CONSTITUCION Y SU REGULACION EN LA NUEVA LEY DE AMPARO.

Una solución, que sin desproveer al juicio de amparo de uno de sus principios y pilares fundamentales, que es el principio de definitividad, procure a su vez la protección del orden constitucional y legal para la conservación del estado de derecho, pero fundamentalmente que se traduzca en beneficios concretos a los justiciables, implicaría, no la desaparición del citado principio, sino, lejos de que fuera una carga para el gobernado el conocimiento riguroso y técnico del sistema jurídico de recursos, buscara que se constituyera en una garantía constitucional en su beneficio, el que todo acto de  autoridad tuviera como requisito de orden constitucional, la precisión del recurso por virtud del cual el gobernado pudiera inconformarse, la ley que específicamente lo prevé, y el término que para ello lo confiere ésta.

De esta forma, prevalecería la naturaleza del juicio de amparo como un juicio extraordinario, sin que el principio de definitividad constituya un obstáculo para acudir al juicio de amparo, ante el desconocimiento de medio de defensa, o recurso ordinario, sino en realidad cumpla con la función básica que le corresponde, de garantizar que el juicio de garantías continúe como un medio extraordinario de defensa, esto es, que sólo proceda en casos excepcionales, como lo son, entre otros, aquellos que ya no son susceptibles de ser revisados a través de los citados recursos o medios de defensa ordinarios.

Así es, en principio el artículo 14 constitucional regula la conocida garantía de audiencia, que consiste en el acto, por parte de los soberanos o autoridades, de oír a las personas que exponen, reclaman o solicitan alguna cosa. 

En efecto, la garantía de audiencia se encuentra regulada por el artículo 14 constitucional en su segundo párrafo cuando dispone:

"Nadie podrá ser privada de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho".

Esta garantía obliga al legislador a consignar en sus leyes la manera como los gobernados, antes de ser afectados por un acto de privación, serán oídos y tendrán la posibilidad de ser oídos en un procedimiento, en el cual se observen como formalidades esenciales mínimas aquellos que garanticen su defensa.

Al respecto, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido la siguiente tesis de jurisprudencia:

"FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO. SON LAS QUE GARANTIZAN UNA ADECUADA Y OPORTUNA DEFENSA PREVIA AL ACTO PRIVATIVO. La garantía de audiencia establecida por el artículo 14 constitucional consiste en otorgar al gobernado la oportunidad de defensa previamente al acto privativo de la vida, libertad, propiedades, posesiones o derechos, y su debido respeto impone a las autoridades, entre otras obligaciones, la de que en el juicio que se siga, se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento. Estas son las que resultan necesarias para garantizar la defensa adecuada antes del acto de privación y que, de manera genérica, se traduce en los siguientes requisitos: 1) la notificación del inicio del procedimiento y sus consecuencias; 2) la oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque la defensa; 3) la oportunidad de alegar; y 4) el dictado de una resolución que dirima las cuestiones debatidas. De no respetarse estos requisitos, se dejaría de cumplir con el fin de la garantía de audiencia, que es evitar la indefensión del afectado". 

A su vez, el propio Pleno de la Corte, sostuvo el precedente siguiente:

"AUDIENCIA, GARANTIA DE. PARA QUE SE RESPETEN LOS PROCEDIMIENTOS PRIVATIVOS DE DERECHO, LA OPORTUNIDAD DE PRESENTAR PRUEBAS Y ALEGATOS DEBE SER NO SOLO FORMAL SINO MATERIAL. La Suprema Corte ha establecido que dentro de los requisitos que deben satisfacer los ordenamientos que provean procedimientos que puedan concluir con la privación de derecho de los gobernados se encuentras los de ofrecer y desahogar pruebas y de alegar, con base en los elementos en que el posible afectado finque su defensa. En las leyes procedimentales, tales instrumentos se traducen en la existencia de instancias, recursos o medios de defensa que permitan a los gobernados ofrecer pruebas y expresar argumentos que tiendan a obtener una decisión favorable a su interés. Ahora bien, para brindar las condiciones materiales necesarias que permitan ejercer los medios defensivos previstos en las leyes, en respeto a la garantía de audiencia, resulta indispensable que el interesado pueda conocer directamente todos los elementos de convicción que aporten las demás partes que concurran al procedimiento, para que pueda imponerse de los hechos y medios de acreditamiento que hayan sido aportados al procedimiento de que se trate, con objeto de que se facilite la preparación de su defensa, mediante la rendición de pruebas y alegatos dentro de los plazos que la ley prevea para tal efecto".

De las tesis transcritas, bien puede considerarse que el respeto a la garantía de audiencia, no debe considerarse cumplida por el solo hecho de que la ley contemple la existencia de algún recurso o medio de defensa legal para impugnar el acto de autoridad que corresponda, sino que es necesario que esa garantía de audiencia sea formal y materialmente posible y cumpla con los requisitos que garanticen una adecuada defensa, esto es: la notificación del inicio del procedimiento y sus consecuencias; la oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque la defensa; la oportunidad de alegar, y el dictado de una resolución que dirima el conflicto. 

Pero, una mejor protección a la garantía de audiencia y de defensa debe ir incluso más allá de los requisitos antes citados y contemplar el derecho que le debe asistir a todo gobernado para conocer, sin esfuerzo técnico y jurídico estrictos, cuál es el medio de impugnación del que dispone, para inconformarse con el acto de autoridad, pues sólo de esta forma es posible, que no solamente formal sino que también materialmente, pueda hacer efectivo ese derecho de defensa y estar en posibilidad de ejercitarlo, desde el momento mismo en que se le notifique cualquier acto de autoridad susceptible de ser impugnado. 

Es decir, sostengo que, ante la abundancia y proliferación de nuevas leyes y reformas a las ya existentes, la evolución de la protección de los derechos humanos y la trascendencia de que el juicio de amparo esté al alcance de la ciudadanía,  la garantía de audiencia y de defensa debe incluir,  que se le haga saber a la parte interesada cuáles son los medios de impugnación que tiene a su alcance para hacer valer materialmente la citada garantía, entendiéndose por medios de impugnación, los procedimientos a través de los cuales las partes y los demás sujetos legitimados combaten la validez o la legalidad de los actos procesales o las omisiones del órgano jurisdiccional, y solicitar una resolución que anule, revoque o modifique el acto impugnado, o que ordene subsanar la omisión.

Lo anterior se  hace necesario porque insisto:

En un sistema jurídico como el nuestro, en donde la actividad legislativa es prolífera y constantemente sobrevienen nuevas leyes y cambios por vía de las reformas,  sin duda es cada vez más difícil para el mexicano común, conocer y estar pendiente de esos cambios normativos, de los criterios sustentados por los precedentes de los órganos competentes del Poder Judicial de la Federación, y de las contradicciones de tesis sobre procedencia de recursos, resueltas por nuestro máximo Tribunal nacional. A ello, debe agregarse que existen materias cuyas leyes secundarias que las rigen, son en extremo técnicas, como es el caso de la materia administrativa lato sensu, o bien otras en donde el bien jurídico que se ve afectado es valioso para el ser humano, como en el caso del derecho penal, u otras en donde, aunque los intereses en juego son de carácter privado, por estar de por medio el patrimonio de las personas, en la mayoría de los casos existe una parte en desventaja, que es aquella que casi siempre por falta de recurso económicos, no está en condiciones de contratar a un asesor jurídico con experiencia y capacidad reconocida que sepa preparar debidamente el asunto para acudir al juicio de amparo y lograr el pronunciamiento esperado del Poder Judicial Federal.

En estos casos, el principio de definitividad ha llegado a considerarse como un verdadero obstáculo o problema para que el gobernado logre el pronunciamiento aludido.

Y por más que se diga que la ignorancia de la ley no exime su cumplimiento, el orden constitucional y legal es más valioso, para la conservación del estado de derecho, que los tecnicismos legales que puedan resolver cuestiones ambiguas de procedencia. 

Efectivamente, en un estado de derecho, las autoridades deben tener mayor interés legal en actuar legítimamente, en que se solucionen los conflictos surgidos con los gobernados y en examinar la legalidad de sus actos,  que lograr la subsistencia de éstos sin examen, lo que podemos denominar un principio de buena fe en su actuación, pues no es concebible legalmente de otra manera.

En este contexto, el principio de buena fe y juricidad con el que deben actuar las autoridades debe ser garantía constitucional para el gobernado, pues la interpretación contraria, entraña un peligro grave para la seguridad jurídica.

La seguridad jurídica in genere, al conceptuarse como el contenido de varias garantías individuales consagradas por la ley fundamental, se manifiesta como la substancia de diversos derechos subjetivos públicos individuales del gobernado oponible y exigibles al Estado y a sus autoridades, quienes tienen la obligación de acatarlos u observarlos. Esta obligación estatal y autoritaria es de índole activa en la generalidad de los casos tratándose de las diferentes garantías de seguridad jurídica, o sea, que el Estado y sus autoridades deben desempeñar para cumplir dicha obligación, actos positivos consistentes en realizar todos aquellos hechos que impliquen el cumplimiento de todos los requisitos, condiciones, elementos o circunstancias exigidos para que la afectación que generen sea jurídicamente válida.

Por tanto, atendiendo a ese principio de buena fe y si los recursos y medios de defensa no están destinados, de ninguna manera, a obstaculizar que el poder judicial de la federación conozca el acto de autoridad mediante el juicio de amparo, sino el de dar mejor oportunidad legal de defensa de los derechos, y por otra parte, si  el conocimiento cabal, completo y profundo para precisar cuál es el recurso o medio de defensa legal procedente para combatir un acto de autoridad corresponde a quien lo emitió en razón de que por sus funciones la sociedad presume que conoce en su dimensión los ordenamientos legales que sustentan su competencia y el procedimiento de carácter administrativo o jurisdiccional legalmente establecido al respecto,  no queda otra más, que aceptar que la carga de concluir o especificar cuál es el recurso o medio de defensa ordinario, idóneo para inconformarse con dichos actos, no puede estar en mejor lugar que en manos de las propias autoridades.

Es claro que quien mejor puede conocer y precisar cuál es el recurso o medio legal que el gobernado tiene al alcance  para combatir un acto de autoridad, es la propia autoridad que lo emite, no sólo por la presunción señalada en el párrafo que antecede, sino porque sin duda es su obligación conocer en su extensión el marco de su competencia y el procedimiento legal que condiciona la eficacia de su  actuación.

En efecto, acorde al principio de legalidad, las autoridades no tienen más facultades que las que les otorgan las leyes, y sus actos únicamente son válidos cuando se fundan en una norma legal y se ejecutan de acuerdo con lo que ella prescribe 
, por ello, es requisito indispensable e inherente a toda autoridad, el conocimiento   amplio del ordenamiento legal en donde se sustentan las facultades y poderes de los que están investidos, y como consecuencia deben poseer el conocimiento exacto de los medios de impugnación que procede en contra de sus decisiones autoritarias, luego el gobernado se encuentra ante ellas en franca desventaja, porque no es tarea de éste el manejo cotidiano de las normas secundarias señaladas.

Por estas razones y por otras más que pudieran encontrarse sin mayor esfuerzo, no debe justificarse que se atribuya al gobernado la obligación de conocer con exactitud el recurso que previamente debe agotar antes de acudir al juicio de amparo, sino todo lo contrario, debe ser para él una garantía constitucional, el que la autoridad precise cuál es el medio de defensa procedente para combatir un acto emanado de ella, el precepto legal que lo regula y el plazo para interponerlo, de manera tal que cuando la autoridad cumpla con esa obligación, ninguna excusa podrá aducirse para insistir en que el amparo no estuvo al alcance de cualquiera de los agraviados, por desconocimiento técnico de la ley que regula el acto reclamado.

Debido a estas precisiones estimo que debe plantearse en el artículo 14 constitucional, como un requisito para respetar la garantía de audiencia, y concretamente de defensa, que la autoridad que emita un acto con esa investidura, precise en el mismo, si es o no recurrible mediante algún recurso o medio de defensa ordinarios,  y si lo es, indique cuál es éste, el precepto o preceptos de la ley que lo prevé, y el plazo que el gobernado tiene para hacerlo.

Congruentemente, la nueva Ley de Amparo podría contemplar la posibilidad de que el juzgador del amparo, analice en forma preferente y  de oficio,  en el amparo indirecto, y como una violación procesal en el amparo directo,  si el recurso que las partes hicieron valer como consecuencia de la indicación de la autoridad, es el correcto, y en caso de que no lo sea, ordene que las cosas vuelvan al estado en que se encontraban hasta el momento en que la autoridad responsable precisó erróneamente el recurso a seguir, a efecto de que una vez determinado el recurso o medio de defensa legal apropiado, las partes tengan la posibilidad legal de  defender sus derechos.

Lo anterior, desde mi particular punto de vista, implicaría acercar efectivamente el juicio de amparo a los mexicanos, sin que  tuviera que dejarse a un lado el principio fundamental de la definitividad del acto reclamado que le es inherente por tratarse de un juicio extraordinario, tal y como lo ha sostenido reiteradamente el máximo Tribunal intérprete de nuestro sistema jurídico; pero con la conveniencia de eliminar una práctica jurídica que sanciona en muchas ocasiones el desconocimiento de la técnica del juicio de garantías.

V. CONCLUSIONES.

1. El principio de definitividad del acto reclamado constituye una columna fundamental del juicio de amparo, que le resulta imprescindible por ser éste un medio extraordinario y sui generis, con características propias y diverso por ello, de las que se dan en los recursos y en la jurisdicción ordinaria.

2. El constituyente, el legislador ordinario y la Suprema Corte de Justicia de la Nación, atendiendo a diversos factores, han establecido una serie de excepciones al principio de definitividad.

3. La aplicación del principio de definitividad y el de estricto derecho, han propiciado un sentimiento general en la sociedad y en la opinión pública, de que el amparo no está al alcance de todos los mexicanos, debido a que se ha rodeado de una técnica que requiere un conocimiento especializado de nuestro sistema legal.

4. Aunque la nueva Ley de Amparo busca acercar el juicio de amparo a los mexicanos, no contiene ninguna disposición trascendente, que busque eliminar el inconveniente que implica el rigorismo técnico y los conocimientos jurídicos que impone el principio de definitividad.

5. Una solución al problema de referencia, no debe desproveer al juicio de amparo del principio fundamental de definitividad del acto reclamado, pero sí debe procurar la protección del orden constitucional y legal para la conservación del estado de derecho.

6. Por eso se propone, no la desaparición del citado principio, que hasta ahora es una carga solamente para el gobernado, sino que se constituya como garantía constitucional, el que todo acto de autoridad precise el recurso por virtud del cual el gobernado pudiera inconformarse, la ley que específicamente lo prevé, y el término que para ello le confiere ésta.

7. De esta forma, se acercaría el juicio de garantías a todos los gobernados, sin distinción; se mantendría  intacta la naturaleza del juicio de amparo; y se eliminaría el inconveniente de que el principio de definitividad constituye un obstáculo para que los mexicanos   acudan en demanda de la protección federal, ante el desconocimiento del medio de impugnación que deben agotar previamente a solicitar el amparo. 

8. Congruentemente, la nueva Ley de Amparo podría contemplar la posibilidad de que el juzgador de amparo, analice de forma preferente y de oficio o bien como una violación procesal tratándose del amparo directo, que se haya seguido el recurso o medio de impugnación legalmente procedente, como una formalidad esencial del procedimiento.

JOSE ELIAS GALLEGOS BENITEZ

PONENCIA QUE PRESENTA LA BARRA DE ABOGADOS DE TLAXCALA, RESPECTO DEL PROYECTO DE LEY DE AMPARO REGLAMENTARIA DE LOS ARTICULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.

Es indudable que el devenir histórico de la Sociedad Mexicana plantea la urgente e impostergable necesidad de adecuar el marco normativo para seguir buscando el pleno establecimiento del Estado de Derecho en el que tanto gobernantes como gobernados se sujeten al mandato e imperativo de la ley.

Bajo esa perspectiva LA BARRA DE ABOGADOS DEL ESTADO DE TLAXCALA, por mi conducto se dirige respetuosamente a este CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS para manifestar en primer lugar su adhesión en lo general AL PROYECTO DE LA LEY DE AMPARO elaborado por la comisión respectiva, pues es evidente que dicho proyecto es producto del esfuerzo responsable no solo de la comisión sino de los abogados y Juristas que a través de sus propuestas sustentaron las ideas, necesidades y realidades del Amparo Mexicano.

Pese a ello, consideramos que hay insuficiencias en el capítulo X del proyecto de Ley de Amparo y que se refiere a las sentencias que se dicten en dichos juicios, en base a los siguientes razonamientos.

La Ley de Amparo vigente en sus correspondientes artículos 76, 76 Bis, 77, 78, 80 y 81 adolece de la precisión necesaria en cuanto al tipo de sentencias se refiere, pues si bien es cierto que la Fracción III del artículo 77 establece que: “Los puntos resolutivos con que deban terminar (las Sentencias), concretándose en ellos, con claridad y precisión, el acto o actos por los que sobresee, conceda o niega el Amparo”, no es menos cierto que desde el punto de vista práctico, en muchos casos la autoridad que conoce del Amparo hace uso excesivo y en ocasiones abusivo de la llamada “SENTENCIAS DE AMPARO PARA EFECTOS”, lo cual además en el criterio de quien esto sustenta, representa una falta de aplicación literal e interpretación integral del referido Artículo 77 de la Ley de Amparo en su Fracción III, pues de acuerdo con su contenido y estructura gramatical solo debieran, los Juicios de Amparo, resolverse de tres formas: La primera dictando el sobreseimiento correspondiente en virtud de alguna causal de improcedencia o de sobreseimiento del Juicio de Amparo, la Segunda, concediendo plena e indubitablemente el Amparo que se solicita y una Tercera en la que definitivamente se negare la protección constitucional solicitada. Lamentablemente desde que ha sido instituida la figura del Amparo para efectos en muchos casos la Autoridad que conoce del Juicio Constitucional la utiliza con la finalidad de eludir el estudio serio y responsable y de fondo de las cuestiones que le son planteadas en los conceptos de violación e incluso ha acontecido que se repiten mecánicamente los mismos argumentos en Sentencias diferentes, trayendo como resultado que las violaciones constitucionales aducidas por el quejoso y por las cuales se promueve el Juicio de Amparo vuelvan al punto de partida, con el consabido desgaste y pérdida de tiempo y recursos, pues finalmente devuelve el acto potestativo a la responsable la cual en muchos casos reincide en los actos que se reclaman.

Permítaseme para el efecto de ilustrar lo que este trabajo refiere, dar un ejemplo de los que en la práctica encontramos. FRANCISCO JUAREZ SANCHEZ demanda el Amparo y protección de la Justicia de la Unión, porque se viola en su perjuicio la garantía que establece la Fracción III del Artículo 20 constitucional, concretamente porque se dicta en su contra AUTO DE FORMAL PRISION por el delito de robo calificado, sin haberle en audiencia pública y dentro de las 48 horas siguientes a su consignación a la justicia, dado a conocer el nombre de su acusador. Se dio entrada a la demanda y se realizó el trámite de ley; pero al resolver en sentencia el Juez de Distrito, advierte que en la diligencia en la que se le tomó su declaración preparatoria, faltaba la firma del Juez y el Secretario del Juzgado de Primera Instancia, y en base a ello concede el Amparo para el efecto de que se le tome nuevamente su declaración preparatoria y se firme por ambos funcionarios esta diligencia; sin tomar en consideración ni entrar al estudio de los conceptos de violación expresados los cuales se hubiesen sido analizados, el amparo se concedería en forma lisa y llana. Ocasionando todo ello que se perdiera en tiempo aproximadamente tres meses para volver a interponer nuevamente el amparo contra el nuevo auto de formal prisión que como consecuencia de todo lo antes mencionado se dictó en contra del quejoso.   

Esta falta de claridad en nuestro Juicio de Amparo, representa en la práctica una de las incongruencias e inconsistencias más graves y más comunes que cotidianamente se manifiestan en el Juicio Constitucional y que hasta la fecha el quejoso sigue resintiendo en su esfera y ámbito de garantías individuales.

De la lectura y análisis de los Artículos 71, 72, 73, 74, 75, 76 y 77 contenidos en el Proyecto de Ley de Amparo, es observable la misma ambigüedad y laguna jurídica de que adolece la ley vigente, pues por lo que se refiere a las Fracciones IV y V del Artículo 72, éstas se desprenden del contenido del Artículo 73 vigente y aún cuando el último párrafo del Artículo 75 de la Propuesta de Ley, establece como obligación legal el que la autoridad de Amparo deba establecer con toda precisión los efectos para los cuales se conceda el amparo, consideramos que esto resulta insuficiente, pues permite aunque sea en forma ambigua y poco clara, la posibilidad de que se sigan dictando las Sentencias de Amparo para Efectos, con las consecuencias e implicaciones que ello conlleva.

De conformidad a lo expuesto, propongo que en el capítulo X del Proyecto de Ley de Amparo se adicione un Artículo más en el cual se precise con claridad el tipo de Sentencias que en los Juicios de Amparo deban dictarse por la autoridad correspondiente y cuyo esquema y propuesta específica sería la siguiente:

CAPITULO  X

SENTENCIAS

ARTICULO 71…

ARTICULO 72.  Las Sentencias que se dicten en cualquier Juicio de amparo serán de tres tipos:

I. Las que Concedan el Amparo; el cual se otorgará lisa y llanamente en forma Plena e indubitable.

II. Las que nieguen el Amparo; que contendrán también la negativa plena de la protección constitucional solicitada.

III. Las que sobresean el Amparo en virtud de que se actualice alguna causal de improcedencia o de sobreseimiento.

ARTICULO 73. La Sentencia debe contener:

I. La fijación clara y precisa del acto reclamado…, de tal forma que con la adición propuesta se busca ante todo mayor dinamismo y efectividad del Juicio de Amparo, pues dada su naturaleza protectora, es necesario que la Ley que lo reglamente esté ajena de ambigüedades y lagunas de cualquier especie, sobre todo en la parte resolutiva, la cual es la más importante y trascendental en nuestro Juicio de Garantías.

ATENTAMENTE

BARRA DE ABOGADOS DE TLAXCALA

PRESIDENTE

LIC. TITO CERVANTES ZEPEDA
SR. MINISTRO GENARO DAVID  GONGORA PIMENTEL

PRESIDENTE DE LA HONORABLE SUPREMA CORTE DE LA NACION.

SR. MINISTRO HUMBERTO ROMAN PALACIOS

COORDINADOR GENERAL DE LA COMISION DE ANALISIS DE PROPUESTAS PARA LA NUEVA  LEY DE AMPARO.

SEÑORES CONSEJEROS DE LA JUDICATURA FEDERAL

SEÑORES MINISTROS MAGISTRADOS Y JUECES QUE INTEGRAN NUESTRO SUPREMO TRIBUNAL FEDERAL.

SEÑORES ABOGADOS.

SEÑORES Y SEÑORAS:

El Ilustre Colegio de Abogados de Puebla, ante todo agradece la atenta invitación, y se honra en participar en la distinguida, histórica y honorable labor de la creación de la Nueva Ley de Amparo.

Reconocemos el gran esfuerzo que han venido desarrollando los integrantes de la comisión que fue creada para tal efecto.

Y consideramos que dicha tarea tendrá como consecuencia respuesta positiva a los problemas sociales, de seguridad pública para  modernizar y actualizar el justo equilibrio, otorgando mayores y mejores garantías ante la autoridad en el ejercicio del poder, redundando en una eficaz, completa e imparcial Administración de la Justicia Federal.

Es por demás importante, que el proyecto en estudio exija conciencia en el juzgador para que con fundamento acote y reste el abuso de la protección federal a favor de la verdadera delincuencia y los conceptos obscuros y negativos que inevitablemente se llegan a proteger trascendiendo de manera involuntaria en perjuicio de la sociedad.  Para ello, la Comisión entre otros conceptos, deberá de  estudiar a fondo y aplicar principios preponderantes como lo son:

a). La identificación de los preceptos de la autoridad responsable.

b). La legitimación de la causa como principio procesal.

c). La ampliación de la esfera de los conceptos de suplencia de queja a favor de los incapaces o menores  y marginados.

d). El poner a disposición de toda la sociedad los mecanismos que faciliten el trámite pronto y expedito  del Juicio de Amparo.

e). Simplificar los métodos y circunstancias para que la autoridad federal haga cumplir sus determinaciones, de manera clara e inmediata, evitando la evasión en el cumplimiento por parte de las responsables. Así mismo la Comisión deberá tomar en consideración en sus estudios las causas de sobreseimiento y de caducidad, así como los caso de ambigüedad que se han venido dando como lo es el criterio en materia penal que existiendo amparo contra orden de aprensión éstos trascienden y se resuelven aunque haya cambio de situación jurídica.

Nuestro Colegio aprueba y felicita la árdua labor que viene desarrollando la Comisión designada, dando un especial énfasis en la ampliación en matera de control a las autoridades publicas y que mediante el juicio de amparo se protejan los intereses en controversia de manera directa sumadas a las garantías de Nuestra Constitución los derechos comprendidos en los cinco instrumentos internacionales, que en materia de derechos humanos ratifico el Estado Mexicano, como son:

a). El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales, y Culturales.

b). La Declaración Universal de Derechos Humanos.

c). El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

d). La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre.

e). La Convención Americana sobre Derechos Humanos.

Conceptos que aún no teniendo la categoría Constitucional, el contenido de los preceptos deberán inducir la interpretación que de los criterios hagan nuestras autoridades nacionales.

El Ilustre Colegio de Abogados de Puebla ha  considerado oportuna la investigación efectuada por la H. Comisión tendiente a la posibilidad de todos los plazos que se proponen en cada caso, así como la normatividad a regularizar los incidentes dentro del proceso de amparo, no siendo menos importante el estudio y la solución al problema que se ha venido planteando en las resoluciones dictadas por los Tribunales Federales en lo que conocemos como la “concesión del amparo para efectos”. Se considera como suficientes para ello las tres medidas de estudio que se proponen como es la existencia del amparo adhesivo a fin de que en el escrito inicial, se precisen las supuestas violaciones que puedan infringir los derechos que se reclaman, para que Tribunales precisen con exactitud los efectos de sus sentencias y las autoridades responsables den dar cabal cumplimiento, sin dilación alguna, a las ejecutorias.

Por otro lado, mostramos nuestra entera conformidad en lo tocante a que los criterios  jurisprudenciales en función jerarquizada, sea reducido de cinco a tres los argumentos de tesis de cada Tribunal.

Nuestro Colegio, amable auditorio, es una Institución de fuerte crítica, pero siempre sana y constructiva, de un constante dinamismo en estudio de lo positivo, e implacable ante lo negativo, sabedores de la urgencia de los cambios que exigen nuestros tiempos, y ante el excesivo avance que ha desarrollado la delincuencia organizada, está debe ser combatida en todos sus niveles con estricta equidad y apego a nuestras leyes  lo que da en suma una muy difícil tarea. Es por lo que consideramos, que congresos como el que hoy nos ocupa no sólo son importantes por los personajes que intervienen sino necesarios y oportunos para el bien social. Recibimos con beneplácito el tener la oportunidad de  presentarnos  efectuando  los análisis   y  mejoras   a  nuestra  Ley  de  Amparo  reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Por tal motivo, soy el portador de la adhesión de los abogados poblanos en favor del trabajo desarrollado por la Honorable Comisión de análisis de propuestas para la Nueva Ley de Amparo.

En virtud de lo anterior, y siguiendo el orden pre-establecido  hacemos patente nuestras siguientes sugerencias:

De la Ley de Amparo : 

TITULO PRIMERO

REGLAS GENERALES

CAPITULO II

CAPACIDAD Y PERSONALIDAD
ARTICULO 6

El menor de edad podrá pedir amparo sin la intervención de su legítimo representante cuando éste se halle ausente o impedido; pero en tal caso, el juez, sin perjuicio de dictar las providencias que sean urgentes, le nombrará un represéntate especial para que intervenga en el juicio. Si el menor hubiera cumplido 14 años, podrá hacer la designación de representante en el escrito de demanda.

De la especie se desprenden dos hipótesis; una que se refiere al menor de catorce años, y otra al menor mayor de catorce años, cuya solicitud en el juicio de garantías, trae aparejada los beneficios que prevé la suplencia en la deficiencia de los conceptos de violación u agravios. Esto es, en cualquier materia Art. 76 bis. de la Ley de Amparo y 77 del Proyecto de Ley. En tal virtud, resulta indispensable acreditar la edad del promovente con el acta de nacimiento expedida por el Juez del Registro Civil, misma que deberá de ser exhibida en un lapso que sea vigente hasta el momento de efectuarse la audiencia constitucional, mas aún tratándose de violaciones al Art. 22  de la Constitución,  el cual se refiere a los dispositivos 14 y 108 del Proyecto de Ley de Amparo.

En función a lo anterior, nuestra sugerencia sería que dicho Art. 6 dijera: 

“El menor de edad podrá pedir amparo sin la intervención de su legitimo representante,  cuando este se halle ausente, se ignore quien sea, este impedido o se negare a promoverlo.”

El Órgano Jurisdiccional, sin perjuicio de dictar las providencias que sean urgentes, le nombrará  representante especial, para que intervenga en el juicio.

Si el menor hubiere cumplido 14 años pudiere hacer la designación de representante en el escrito de demanda. Dichos representantes, tendrán la obligación de acreditar ante el juez que conozca del amparo la edad del menor, exhibiendo el documento oficial que acredite su nacimiento a más tardar en la audiencia constitucional,  a fin de gozar de los beneficios de la suplencia de la queja.

DE LA LEY DE AMPARO: 

TITULO PRIMERO

CAPITULO IV

NOTIFICACIONES

Art. 27

Se refiere en el párrafo segundo a la potestad del agraviado y el tercero perjudicado a favor de quien será su representante, que por el hecho de ser autorizado ha recibir notificaciones, este podrá interponer recursos, ofrecer y rendir pruebas, desistir de las mismas, alegar en las audiencias y realizar cualquier acto que resulte para la defensa de los derechos de la autorizante sin poder subsistir o delegar dichas potestades a un tercero, y en materia civil, mercantil, laboral o administrativa, dicha persona, además, deberá acreditar estar autorizado para ejercer la profesión de abogado, proporcionando los datos correspondientes en que se otorgue dicha autorización.

Lo que este Colegio considera que dicho dispositivo debería limitar al representante las funciones de desistimiento que serían de estricto apego al ejercicio del promovente convalidando la voluntad del representante mediante la ratificación del representado a fin de que en atención cabe al contenido en el inciso a) fracción tercera del Art. 107 constitucional  y que refiere a la afectación de la defensa del quejoso. Es procedente que subsista tal dispositivo excepción hecha de al potestad que se otorga a favor del representante para desistirse en el ofrecimiento y rendición de pruebas. Ya que podría dejar en estado de indefensión al quejoso violándose la garantía de audiencia. 

Del Proyecto de la Ley de Amparo: 

TITULO PRIMERO

CAPITULO CUARTO

NOTIFICACIONES

Art. 26 fracción 1a. inciso c).

Que refiere a la conducta del actuario al encontrar el domicilio cerrado sin que acuda persona alguna a su llamado y del cual se cerciorara de ser el domicilio correcto, dando cuenta al órgano jurisdiccional de amparo, quien tomará las medidas necesarias para lograr la notificación personal, y, en caso de no ser posible ordene que se haga por lista.

Al efecto se sugiere que se tome en consideración el contenido del Art. 312 del Código Federal de Procedimientos Civiles, cuya redacción refiere... “la hará el notificador por medio de instructivo que fijará la puerta de la misma...” refiriéndose a la casa del notificado.

Es decir, que en la hipótesis independientemente del concepto denominando rotulón a que refiere el Art. 316 del código federal de procedimientos civiles, este se aplicará en caso de notificaciones no personales, previéndose la opción de que tratándose de personal, sea fijado el instructivo correspondiente en el domicilio, siendo aplicable posiblemente el concepto a que refiere el proyecto de ley  en su Art. 26 fracción primera, inciso c), donde refiere que la autoridad  “tomará las medidas necesarias para lograr la notificación personal”.

Por tal virtud, el citado inciso c) de la fracción primera del Art. 26 del Proyecto de la Ley de Amparo se sugiere sea redactado en los siguientes términos:

“Si el actuario encuentra el domicilio cerrado y ninguna persona acuda a su llamado se cerciorará de que es el domicilio correcto, lo hará constar y dará cuenta al órgano jurisdiccional de amparo quien ordenara en la misma diligencia se proceda a fijar en la puerta del notificado el instructivo correspondiente, ordenándose también se haga por lista”.

Proyecto de la Ley de Amparo:

TITULO SEGUNDO

CAPITULO PRIMERO

EL AMPARO INDIRECTO

SECCION PRIMERA

PROCEDENCIA Y DEMANDA

Art. 108

Nos referimos a la necesidad de agregar en cualquier caso el procedimiento establecido a favor de la hipótesis, contenido en el Art. 14 del Proyecto de Ley, en beneficio de los menores o incapaces, es decir en este precepto refiere que el que promueva el amparo en términos del Art. 14 del Proyecto de Ley, bastará que se manifieste el acto reclamado; la autoridad que lo hubiere ordenado, el lugar en que se encuentre el quejoso y la autoridad que ejecute o trate de ejecutar el acto. Pudiéndose, en estos casos, formular por comparecencia levantándose al efecto el acta de amparo correspondiente.

Considerándose a los menores de edad e incapacitados sujetos que por si solos son indefensos, imposibilitados económicamente de costear la promoción oficial de un amparo, resulta en beneficio de la propia sociedad la protección del Estado a favor de estas personas receptuándoles de manera verbal su inquietud, nombrándoles de acuerdo al caso representante, abogado oficioso y la correspondiente vista al representante social, mientras aparezca familiar o personas de su confianza desahogándose al efecto las primeras diligencias en protección de su estado de indefensión, a fin de no violar los preceptos contenidos en los diversos 14 y 16 constitucionales.

Lo que se sugiere la redacción en los siguientes términos Art. 108 del Proyecto de Ley, cuando se promueve el amparo en los términos del Art. 14 de esta Ley, y en todos los casos tratándose de menores e incapaces, bastará, para la admisión de la demanda, que se exprese en ella:

I.  El acto reclamado;

II.  La autoridad que lo hubiere ordenado;

III. En su caso, el lugar en que se encuentra el quejoso; y 

IV. La autoridad que ejecute o trate de ejecutar el acto.

En estos casos la demanda podrá formularse por comparecencia, levantándose al efecto acta ante el órgano jurisdiccional de amparo.

La autoridad que conozca del juicio o aquella ante quien se hubiere promovido, mandará a expedir las copias necesarias. 

DEL PROYECTO DE LEY:

TITULO SEGUNDO

DE LOS PROCEDIMIENTOS DE AMPARO

CAPITULO PRIMERO

AMPARO INDIRECTO

SECCION TERCERA 

SUSPENSION DEL ACTO RECLAMADO

PRIMERA PARTE

Art.156 

Refiere a que se aplicará al auto que resuelve sobre la suspensión provisional, lo dispuesto para la resolución que reside sobre la suspensión definitiva, al efecto de los casos de oficio o petición al otorgarse en principio la suspensión provisional. En esta hipótesis hablaremos del otorgamiento de una garantía siempre y cuando no se ocasione, perjuicio al interés social, ni se contravengan disposiciones de orden público surtiendo luego entonces los efectos de la garantía, previa al otorgamiento de la suspensión, resultando violatorio al Art. 14 Constitucional el hecho de que se requiera nuevamente otorgar nueva garantía al concederse la suspensión definitiva. Siendo esto en contravención a la exactitud de las formalidades esenciales del procedimiento, toda vez de que es justificable la primera garantía para el beneficio de la suspensión provisional, pero la segunda referente a la suspensión definitiva resulta controversial, sugiriendo, luego entonces, la redacción del Art. 156 del proyecto de la ley de Amparo en los siguientes términos:

“En lo conducente se aplicará al acto que resuelve sobre la suspensión provisional, lo dispuesto por la resolución que decide sobre la suspensión definitiva, subsistiendo la garantía otorgada hasta en tanto en cuanto se falle el fondo del asunto.

DEL PROYECTO DE LEY DE AMPARO

TITULO TERCERO

CUMPLIMIENTO Y EJECUCION

CAPITULO PRIMERO

CUMPLIMIENTO E INEJECUCION

Art. 192  PARRAFO SEGUNDO

En su análisis refiere de que el incumplimiento de las ejecutorias contra amparos concedidos, se procederá a efectuar la declaratoria de incumplimiento remitiendo el original a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a fin de que se proceda al contenido de la fracción XVI del Art. 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es decir, será inmediatamente separado de su cargo y consignada ante el Juez de distrito que corresponda, lo que se sugiere por parte de esta representación, es que dicho segundo párrafo contenga la siguiente expresión: ... “La autoridad es requerida como superior jerárquico, incurre en responsabilidad por falta de incumplimiento de las ejecutorias en los mismos términos de las autoridades contra cuyos actos se hubiere concedido el amparo siendo responsables de los daños y perjuicios que se originen”.

Agradeciendo la oportunidad de participar en tan distinguido Congreso, mis compañeros de colegio y el suscrito ponemos a sus apreciables órdenes nuestra disposición y voluntad para seguir trabajando POR UN MEXICO MEJOR.

ILUSTRE COLEGIO DE ABOGADOS

MARIO CHAPITAL DE LA ROSA

MAESTRO EN DERECHO
PONENCIA

LIC. RAFAEL HEREDIA RUBIO.

Respecto del Proyecto de Ley de Amparo, deseo realizar los siguientes comentarios:

Este proyecto es la realización de un sueño que durante muchos años comente, escribí y hable, respecto a muchísimas propuestas que se le hicieron tanto a las procuradurías, como a los integrantes de los cuerpos legislativos, así como a los miembros del foro, que las leyes deberían de ser elaboradas por los especialistas, en particular en materia de Derecho, donde deberían intervenir los académicos, los profesores, los jueces, los ministerios públicos, y los abogados postulantes, ya que sin una conjunción de ideas de los anteriormente mencionados es imposible realizar cualquier intento de legislación; una vez que se lleve acabo el proyecto de ley, se debe de publicitar, recibir puntos de vista a favor y en contra del proyecto, una vez afinado y concluido el mismo, enviarlo a los legisladores, los cuales verían un trabajo realizado por profesionales y que podrían pasar a legislar sobre el mismo; como todos sabemos los señores legisladores no son ni pueden ser especialistas en todas las materias sobre las que legislan, siendo el esfuerzo de los diversos especialistas en las distintas materias, las bases reales de la futura legislación en nuestro país. Por otro lado también desde hace mas de quince años hemos propuesto que una vez que se publiquen las leyes no podrán entrar en vigor antes de un año, siendo el sustento de dicha propuesta el dar oportunidad tanto los jueces como a las autoridades y al propio foro, de conocer la nueva ley, de crear los criterios correspondientes al respecto y de una vez por todas dar por terminado esa mala costumbre de los legisladores obedientes de algún o algunos partidos políticos, de que las leyes entrarán en vigor al día siguiente de su publicación situación que hasta la fecha ha violentado de manera sensible el estado de derecho y la justicia de nuestro país.

Por todo lo anterior me permito felicitar la propuesta de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a través de su presidente señor Ministro Genaro David Góngora Pimentel, también muy en especial a los señores Ministros; Magistrados, Jueces y estudiosos del derecho que participaron en la comisión de la elaboración del Proyecto de la Ley de Amparo, ya que es esté trabajo el primer ejercicio formal de la modernidad en la materia de legislación en México, esperando que este esfuerzo de la pauta a las diversas autoridades a fin de que no se pueda legislar en ninguna materia sin que exista el proyecto, se publicite el mismo y se finalice por los propios especialistas en todas las materias sobre las que se intente legislar y así lleguen propuestas reales a las cámaras de Diputados y Senadores, y no propuestas gobiernistas o partidistas que obedezcan como lo han hecho a intereses en particular.

TITULO PRIMERO.  Reglas Generales

CAPITULO I .  Disposiciones Fundamentales.

ARTICULO  4º. fracción III inciso e)

Es conveniente que la figura del Ministerio Público Federal desaparezca, lo único que ha venido haciendo en la practica formal esa institución es el interponer recursos en contra de resoluciones y autos por mero de tramite y sin sustento jurídico formal, presentando desgraciadamente pruebas y conclusiones deficientes, en la supuesta representación del ofendido y obviamente de la sociedad, e inclusive estamos en contra de lo que menciona el proyecto en su articulo Cuarto, donde podría aparecer el Ministerio Publico Federal como tercero perjudicado. Se propone que el ofendido sea reconocido como parte e inclusive tenga todos los derechos que pudiera tener el procesado sentenciado y no únicamente se le conceda el beneficio a dicho ofendido para que haga valer lo que su derecho convenga respecto a la reparación del daño, e inclusive que tenga derecho a interponer e intentar juicios de amparaos en contra de resoluciones y sentencias. Como todos sabemos el gran número de ciudadanos mexicanos carece de los medios económicos suficientes para contratar aun especialistas en el juicio de amparo, por lo que también se invita a los integrantes de las comisión para la preparación de un proyecto que proponga, la creación de un órgano autónomo, el cual podría ser similar a la defensoría de oficio y que atendiera a todo aquel ciudadano que no tenga los medios económicos para intentar los juicios de garantías que a su derecho correspondiera.
TITULO PRIMERO .- Reglas Generales.

CAPITULO III. Plazos.

ARTÍCULO  16, fracción II.

En el entendido de que la Vida y la libertad son los máximos principios elementales del ser humano, no es procedente establecer un plazo de noventa días como se contempla en el proyecto en su artículo 16 Fracción II, para que un sentenciado pueda intentar el juicio de amparo en contra de una resolución definitiva, ya que se debe atender que en los amparos penales, a diferencia de los amparos en otras materias lo que esta en juego es la libertad del gobernado y no bienes materiales. Es por ello que no debe existir plazo para que se interponga el amparo directo en materia penal con la finalidad de obtener la libertad, que es el principio que nos permite vivir en sociedad. Además de que existen situaciones de índole económico, ético, social y burocrático, que imposibilita en muchos casos la elaboración de un amparo penal en Noventa días; y en el caso de que el legislador dejara fijar un termino para interponer un juicio de amparo este por ningún motivo podría ser menor de dos años.

TITULO PRIMERO. Reglas Generales

CAPITULO X.  Sentencias.

ARTICULO 75.

Debe de quedar claramente legislado que los Jueces de amparo deberán entrar al estudio del fondo de los asuntos para poder de una vez por todas desaparecer la triste y celebre figura de las resoluciones para efectos y así poder acceder a un mejor juicio de amparo ya que la figura mencionada ha venido creando una inseguridad jurídica, al hacer en la realidad jurídica-practica de nuestro país, dilaciones innecesarias y ociosas que dan al traste con los procesos penales, violentando de manera grave el principio de economía procesal y de manera absolutamente irregular a sido la vía que desgraciadamente han utilizado alguno jueces para abstenerse de resolver en definitiva en los asuntos que se les encomiendan y al dictar las resoluciones para efectos lo único que se ha logrado es una gran dilación en todos los juicios, que es contraria a los principios elementales de una justicia expedita.

TITULO QUINTO.  Medidas Disciplinarias y de Apremio, Responsabilidades y Sanciones.

CAPITULO II.  Responsabilidades y Sanciones.

ARTICULO  264 Y 265.

Respecto a las sanciones que se proponen en contra de los Juzgadores que no otorguen la suspensión del acto reclamado, estas deberán de desaparecer, para que no exista presión a los Tribunales de control constitucional al momento de otorgar o negar una suspensión provisional y en su momento la definitiva, teniendo plena libertad para el ejercicio de sus funciones. Sin embargo en los casos en que los jueces violenten la ley en materia de suspensiones deberán de existir sanciones administrativas, pero jamás estamos de acuerdo de que el juez sea tratado como un delincuente común, imponiéndole penas privativas de libertad. Se propone también a la comisión que ha realizado estos trabajos que debemos entre todos cuidar y respetar la institución del Juez.
TITULO QUINTO.  Medidas Disciplinarias y de Apremio, Responsabilidades y sanciones.

ADICIONAR UN CAPITULO III.  Que contemple delitos para las partes que hagan mal uso del juicio de amparo.

En lo referente a los delitos del Título Quinto, Capítulo Tercero, artículo 211 de la Ley de Amparo en Vigor, que nos habla de la responsabilidad de las partes y que contempla los delitos para aquellas personas que hagan un mal uso de nuestro juicio de garantías; en mi opinión dicho Capítulo no debe desaparecer, sino por el contrario se debería de proponer un mayor numero de tipos penales que abarque no solo penas privativas de libertad, sino también elevadas sanciones para aquellas personas que realicen un uso inmoderado, abusivo y que utilicen a la ley de amparo como un juicio que encubra actividades y conductas que van en contra del animo de nuestro juicio de garantías; al manifestar lo anterior se considera que es muy claro en la practica, que la ley de amparo a sido utilizada desgraciadamente por abogados y personas sin escrúpulos como “un medio de protección” en contra de las Instituciones del Estado, siendo en la actualidad utilizado inclusive como trampas o chicanas que en muchas ocasiones rompen con los programas del Gobierno, permitiéndome señalar como algunos de los ejemplos los siguientes: el obtener suspensiones y amparos para ejercer el comercio informal, los giros negros, la prostitución, las solicitudes de múltiples seudo delincuentes y delincuentes que obtienen suspensiones provisionales de diversos Jueces federales y que inclusive en muchas ocasiones se solicitan las mismas ante Jueces diversos, incluyendo tribunales fuera de la Jurisdicción de las autoridades responsables; también en el capitulo de delitos y sanciones se deberá de legislar respecto a la responsabilidad que pudieran tener las autoridades señaladas como responsables en el caso de no denunciar a los quejosos que violen el capitulo correspondiente, es decir que una vez que tenga dicha autoridad conocimiento de que un quejoso reitere la solicitud de las suspensiones modificando autoridades o hechos que al fin al cabo sean los mismos de sus demandas inicial de garantías. Se considera que con un capitulo de delitos y sanciones bien estructurado se podrá disminuir de manera muy importante el cúmulo de juicios de amparo en los tribunales correspondientes, tratando de que los impartidores de justicia realicen su labor sin la brutal carga de trabajo con que laboran actualmente.

EL LIC. HEREDIA ES ACTUAL VOCAL DEL CONSEJO DIRECTIVO DE LA BARRA MEXICANA COLEGIO DE ABOGADOS, POR CUATRO AÑOS COORDINADOR DE LA COMISION DE DERECHO PENAL DEL MISMO COLEGIO; HA SIDO CATEDRATICO DE LA FACULTAD DE DERECHO DE LA UNAM Y LA UNIVERSIDAD IBEROAMERICANA; FUE EMPLEADO DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL, EN UN JUZGADO PENAL Y FUE AGENTE DEL MINISTERIO PUBLICO EN LA PROCURADURIA GENERAL DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL. DESDE HACE VEINTE AÑOS ESTA DEDICADO AL EJERCICIO PROFESIONAL EN MATERIA PENAL.

RAFAEL HEREDIA RUBIO

LA SUSPENSION EN AMPARO EN MATERIA FISCAL

PROPUESTA:

Que el artículo 133 del proyecto quede redactado de la siguiente manera:

“Cuando el amparo se pida en contra de actos relativos a la determinación, liquidación o cobro de contribuciones o créditos fiscales, la suspensión será otorgada si la solicita el quejoso y surtirá efectos si demuestra ante el órgano jurisdiccional de amparo que se ha constituido la garantía del interés fiscal ante la autoridad exactora, por cualquiera de los medios dispuestos en las leyes fiscales aplicables. Si dicha garantía no ha sido constituida, la suspensión será otorgada discrecionalmente por el órgano jurisdiccional de amparo y surtirá efectos si se constituye la garantía que determine el propio órgano jurisdiccional de amparo, en los términos del artículo 130 de esta ley”.

CONSIDERACIONES:

1.- Nuestra propuesta contempla dos partes: la primera, para prever que la suspensión sea otorgada con la simple petición del quejoso, disponiendo que surtirá efectos dicha suspensión si se ha constituido ante la autoridad exactora la garantía del interés fiscal en los términos dispuestos por las leyes fiscales aplicables; y la segunda, para disponer que la suspensión será otorgada discrecionalmente por el órgano jurisdiccional de amparo, si dicha garantía no ha sido constituida.

2.- El otorgamiento de la suspensión del acto reclamado es una facultad discrecional conferida por la ley al órgano jurisdiccional de amparo, para lo cual el mencionado órgano apreciará las circunstancias correspondientes y resolverá lo procedente. Sin embargo, en materia fiscal las leyes correspondientes determinan las formas de garantizar el interés fiscal, y si la respectiva garantía es otorgada ante la autoridad exactora, opera la suspensión del acto por disposición de la ley misma; en esta virtud, otorgarle la facultad discrecional al órgano jurisdiccional de amparo puede resultar contradictorio con las leyes sustantivas del acto que será reclamado, además de que importaría una afectación a la situación jurídica del gobernado, por lo que la propuesta es en el sentido de que, cuando la suspensión sea solicitada por el quejoso y pruebe haber constituido la garantía conforme a las leyes fiscales respectivas, la suspensión se otorgará y surtirá efectos, sin más trámite. 

4.- En la segunda parte de nuestra propuesta, en cambio, nos referimos al caso de actos en materia fiscal en los que se debe conferir al órgano jurisdiccional de amparo la facultad de determinar, discrecionalmente, la procedencia de la suspensión y, consecuentemente, las condiciones de surtimiento de efectos de la suspensión, entre las cuales se encuentra la denominada garantía del interés fiscal que, en el caso, no es sino la garantía de que el acto reclamado se haga efectivo en el supuesto de que el amparo sea negado, pero sin que dicho interés deba necesariamente ser garantizado conforme a lo dispuesto por las leyes fiscales, porque el propósito del amparo puede ser precisamente discutir un acto cuyo monto resulte desproporcionado para las posibilidades del quejoso o que le exija una erogación importante para otorgar la garantía, cuando del examen de la apariencia del buen derecho pueda desprenderse la probable inconstitucionalidad del acto. En este caso, el órgano jurisdiccional de amparo estará facultado para determinar las condiciones para que surta efectos la suspensión que otorgue, considerando tanto la necesidad de preservar la materia del amparo, cuanto la posibilidad de hacer efectivo el acto en el caso de que no sea otorgado el amparo demandado, así como las condiciones específicas del quejoso y las circunstancias de emisión del acto reclamado.

5.- Debemos ser conscientes de la gravedad del asunto y del riesgo que conlleva la posibilidad de que una suspensión otorgada sin la garantía suficiente pudiera traducirse en la imposibilidad de hacer efectivo el acto de autoridad si el amparo fuera negado; sin embargo, también pensamos que se debe confiar en la discreción y buen criterio de quienes integran los órganos jurisdiccionales de amparo, permitiéndoles apreciar las circunstancias concretas en que tengan lugar los hechos que sean sometidos a su conocimiento, pues solamente así se alcanza el propósito protector del amparo y se propicia hacer justicia. La propuesta que formulamos deja abierta la posibilidad de que el órgano jurisdiccional determine una forma de garantía diferente, con lo que se le faculta para evaluar el caso concreto; además, se rescata así lo que el vigente artículo 135 de la Ley de Amparo dispone, cuando permite la suspensión en condiciones diferentes y aun sin garantía, “...cuando se trate del cobro de sumas que excedan la posibilidad del quejoso, según apreciación del juez,...o cuando se trate de persona distinta del causante obligado directamente al pago...”

6.- Consideramos que con lo expuesto, además de armonizar las disposiciones vigentes en materia fiscal con las correspondientes en materia de amparo fiscal, se propiciaría la corresponsabilidad entre los gobernados y los órganos de impartición de justicia y se evitaría la afectación de los gobernados, cumpliendo así con el propósito protector del juicio de amparo.

JAIME ROMERO ANAYA
� La reforma de la Ley de Amparo  de 1951 incluyo en forma facultativa la suplencia de la queja para leyes declaradas incostitucionales por la Suprema Corte de Justicia, así como para la parte obrera en juicios índole laboral. En 1962 se amplia dicha facultad para incluir la materia agraria y en 1974 para la protección de los menores incapaces, siempre con el carácter discrecional. En 1976 todos estos supuestos de suplencia de la queja adquieren carácter obligatorio y son elevados a rango constitucional en la fracción II, del artículo 107.Véase Góngora Pimentel Genaro, Introducción al estudio del derecho al amparo, Porrúa, 3 edición ampliada, México, 1990.


� BURGOA, Ignacio. El Juicio de Amparo, editorial Porrúa , vigésimo octava edición, México 1991, páginas 296 y 297.


� Burgoa, op.cit.297. 


� Cabe apuntar que tanto la Suprema Corte de Justicia como los Tribunales Colegiados a través de sus tesis y jurisprudencias han establecidos  limites considerables a la suplencia de la queja. Véanse entre otras las tesis cuyos son: SUPLENCIA DE LA QUEJA SOLO OPERA EN CUESTIONES QUE NO SE RIGEN POR LA SUPLENCIA DE LA QUEJA; SUPLENCIA DE LA QUEJA NO DEBE LLEVARSE AL EXTREMO DE CAMBIAR LA  VIA INVENTADA ; QUEJA, SUPLENCIA  DE LA QUEJA , NO COMPRENDE LA DESIGNACIÓN DE AUTORIDADES RESPONSABLES  , SUPLENCIA DE LA QUEJA. NO COMPRENDE EL EJERCICIO DE FACULTADES CONCEDIDAS A LOS JUECES DE INSTANCIA ; SUPLENICA DE LA QUEJA EN AMPARO . NO APOYA A QUE SE VIOLEN LAS REGLAS DE PERSONALIDAD ; SUPLENCIA DE  LA DEFICIENCIA  DE LA QUEJA PREVISTA POR LA FRACCIÓN VI DEL ARTÍCULO 76bis DEL ALEY DE AMPARO DEBE SER ESTRICTA Y CIRCUNSCRIBIRSE A LA LITIS CONSTITUCIONAL.
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� Véase la propuesta de la Maestra Ana Elena Fierro Ferráez , "Mejora de la Representación Legal ante el Poder Judicial de la Federación", ver anexo I.


� Trueba Urbina Alberto, Trueba Barrena Jorge, Ley Federal del Trabajo, comentarios, Prontuario, Jurisprudencia, Porrúa , 67ª edición , México 1991.p.XX.    


� TRUEBA, ibid, p.XXII.


� Barajas Montes de Oca Santiago, Conceptos Básicos del Derecho del Trabajo, Fondo de Cultura Económica, 2ª edición, México 1996.


� El Ministro presidente en el discurso pronunciado ante la ANFADE en Noviembre de 1999 exhortó a las escuelas de derecho a buscar las formas de mejorar la calidad de los abogados mexicanos a fin de afrontar los retos que la nuevas estructuras nacionales e internacionales imponen. Publicado en la Revista  Lex, enero 2000.


� Gaceta parlamentaria del 28 de abril e 1998 antecedentes y consideraciones de la Ley Federal e la Defensoría de Oficio.


� Véase artículos 112 al 115 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.
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� "Ope. Cit, página 34 


� "Semanario Judicial de la Federación. Tribunales Colegiados de Circuito. Séptima Epoca. Volumen 151-156 Sexta Parte. Página 229."
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